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Presentación
El Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana (TLC, o CAFTA por sus siglas en inglés), se empezó a “negociar” en enero del 2003 y el documento final se firmó en mayo del 2004. República Dominicana entró en el proceso un poco más tarde y lo firmó en agosto de ese año. 

Para principios del 2006 entró en vigencia en la mayoría de los países de Centroamérica, posteriormente en República Dominicana. En ninguno de los países hubo un verdadero –yo diría: ni superficial- análisis del contenido de dicho documento.  

No es sino en Costa Rica en donde se ha dado una larga y profunda discusión, pues un numeroso grupo de intelectuales de muchas disciplinas distintas -no podría ser de otra forma para poder desentrañarlo- se ha dado a la tarea de analizarlo a profundidad y ha comprendido que tal normativa es mucho más que un simple tratado de libre comercio; es un instrumento que arrastraría al país a un cambio de modelo que terminaría con casi 60 años de desarrollo solidario. Desarrollo que ha sido posible a través de un Estado Social de Derecho, que ha garantizado, como en ningún otro en Latinoamérica, servicios públicos al costo y bajo principios de solidaridad, lo cual ha redituado los más extendidos servicios públicos en la región. 

Desde enero del 2006, es objeto de discusiones (porque no se podrían calificar como “análisis”) por parte de la Asamblea Legislativa de Costa Rica, bajo el Expediente No. 16.047. La discusión se ha limitado a recibir -en forma casi mecánica- a las partes con diferentes posiciones, para cumplir con los trámites legislativos, sin llegar a aceptar la más mínima reforma de fondo. 
Recordemos que el TLC una vez firmado -alegan quienes lo defienden- no puede ser cambiado, y que constituye un machote que se le ha venido imponiendo a todos los países de la región y del mundo en desarrollo, por lo que prácticamente lo único que nuestros países negocian son las “Listas de las Medidas Disconformes” de sus Anexos. 
Igualmente inconcebible es el hecho de que, mientras en los Estado Unidos dicho “Agreement” está -según la jerarquía de su legislación interna- por debajo de todas las leyes federales, estatales y municipales, en nuestro país estaría por encima de todas las leyes. Y como si fuera poco, al firmar tal tratado se perderían automáticamente los beneficios de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC) -ley federal de los Estados Unidos-; a pesar de que este tratado no aporta a Costa Rica sino ínfimas ventajas sobre la ICC, pero a cambio exige la entrega de los servicios públicos y de muchos otros recursos del Estado, además de que compromete seriamente nuestra soberanía.      
El TLC ha generado una enorme polarización de la opinión pública, no en vano, pues posiblemente constituya la más importante decisión que debamos tomar los costarricense en este siglo XXI. 

Entre los 30 libros que aproximadamente se han escrito sobre este tema, este autor ha publicado dos, de los cuales se retoman algunas de las ideas en ellos expuestas.

1.- Libro: TLC con Estados Unidos, Desafío al Modelo Solidario de Costa Rica, el Caso del ICE. 
a) Dice el Dr. Henry Mora Jiménez, en el Prólogo: 

“Dos artículos centrales de nuestra Constitución Política que han contribuido de manera decisiva a definir la economía costarricense como una “economía mixta” y al Estado nacional como un “Estado social del derecho”, son los artículos 50 y 74.

El primer párrafo del artículo 50 dice: “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza”.

El artículo 74 establece: “Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere son irrenunciables. ... serán reglamentados en una legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional”.

Una “política permanente de solidaridad” es, en efecto, absolutamente necesaria cuando se deja a las fuerzas del mercado y a la empresa privada la producción y distribución de la mayor parte de los bienes y servicios de una economía; tal como ocurre hoy en la práctica totalidad del planeta. 

b) Opina el Lic. Juan Manuel Villasuso Estomba, en la Introducción:

“De acuerdo con la teoría económica, el libre comercio puede beneficiar a los países y permitir su especialización, con lo cual se da un uso más eficiente de los recursos y un aumento del bienestar general.

Sin embargo, lo que se observa en el mundo real es que el comercio no es libre. Existe una gran cantidad de factores que restringen y obstaculizan el intercambio comercial entre las naciones: aranceles, cuotas, restricciones sanitarias, etc.  

El libre comercio debería, en el sentido más amplio, permitir no solamente el libre flujo de bienes y servicios, sino también el libre movimiento de los factores de producción.  En el TLC, sólo se toma en cuenta un factor de producción: el capital. El tratado garantiza que no haya restricciones al flujo de capitales y de inversiones, pero no se considera de igual manera la mano de obra, la cual sigue siendo un recurso productivo al cual no se le otorga libre movilidad”.  

c) Opina el autor, en la Introducción:

“Con el argumento de que a mayor competencia los precios bajan, generando más consumo, más crecimiento y finalmente, mayor bienestar para todos, se pretende convencer al país de que la apertura del mercado de las telecomunicaciones favorecería al usuario. Tal principio es aplicable a un mercado perfecto, en el que existen muchos oferentes, suficientes para que no puedan ponerse de acuerdo y manipular los precios. Pero, en un mercado imperfecto, cuando se tiene un monopolio natural, como en el caso de la telefonía fija, el principio no aplica y por el contrario, los resultados son inversos. Decretar una apertura en el área de las telecomunicaciones, aunque solo fuera de algunos servicios únicamente, solo elevaría los precios…

En cualesquiera de las dos opciones, ya sea que se privatice la empresa pública (lo cual equivaldría a cambiar un monopolio público por uno privado) o el mercado (al decretar una apertura), los precios subirían, como consecuencia de que la razón de ser de la empresa privada es el lucro, su propósito es generar utilidades para sus dueños, socios o accionistas, mientras que para el ICE, es procurar el desarrollo del país y el bienestar de sus habitantes”.

2.- Libro: El Estado Solidario frente a la Globalización, Debate sobre el TLC y el ICE.

a) Expone el Sr. Armando Vargas Araya, en el primer Prólogo: 

“Junto con la democracia, la libertad de sufragio, la educación pública, la salud pública, la seguridad social, la defensa de los recursos naturales y el derecho a la paz, el Estado costarricense otorga un valor de privilegio al acceso generalizado a la electricidad, a las telecomunicaciones y al agua potable como elementos esenciales para propiciar una mejor calidad de vida a todos. Estos compromisos de Estado han posibilitado que Costa Rica ocupe una destacada posición en los índices mundiales de desarrollo humano. En lo concerniente al sector infocomunicación, se reconoce un conjunto de principios rectores que permiten el desarrollo económico y social del país, en un cuadro de igualdad de oportunidades de acceso a las tecnologías de la información y el conocimiento”. 

b) Comenta el Lic. Carlos Alberto Abarca Vázquez, en el segundo Prólogo:

“Pero, además, esos escritos contienen, más que elaboraciones teóricas, visiones sobre la inserción del sujeto social en la historia a través de instituciones económicas, políticas y productoras de ideologías. Por ejemplo, para el ingeniero Fumero, tal como la riqueza y la pobreza son  categorías estructuradas de manera relacional, la eficacia o deficiencia de las instituciones estatales y privadas no son explicables solamente con modelos técnicos de gestión, sino, además, por el efecto destructivo del mercado, los intereses y la corrupción de individuos de la clase política y por la carencia de ética en la función pública. En consecuencia, esas mediaciones y contradicciones conllevan la síntesis. El autor desafía la utopía, porque ante el futuro neoliberal, la construcción de otra historia posible implica móviles de vida que permitan recuperar estelas cristianas de una existencia común en espíritu de solidaridad”. 

c) Expresa el autor en las Conclusiones: 

“La globalización es un proceso mundial e irreversible, al que debemos entrar, pero sin renunciar jamás a un modelo de desarrollo propio, tal y como lo hacen las naciones del primer mundo y con dignidad las naciones soberanas. Tal condición es más que deseable, dado que la globalización ha extremado los términos del libre comercio y la competencia, exacerbándolos, constituyéndolos en entidades que se ubican hoy por encima del ser humano. El libre comercio en el mundo es una premisa económica necesaria, pero no a cualquier precio. 

La soberanía nacional no puede ser entregada a los dictados del mercado, so pretexto de que es necesario participar del comercio mundial y de la libre com-petencia. La conveniencia del país y sus habitantes debe tener prioridad frente a los intereses mercan-tilistas de los grandes capitales y de sus empresas trasnacionales. 

Los procesos a los que se ha visto sometida Latinoamérica y que han traído pobreza, exclusión de las clases socioeconómicas más débiles e intolerancia, han venido tomando fuerza también en nuestra patria. En esos otros países, la alianza entre el capital, los medios y los políticos de turno ha permitido llevar a cabo reformas neoliberales, anestesiando al pueblo con falsas promesas y engaños, por lo que en muchos casos no fue siquiera consciente de la entrega del patrimonio de sus naciones, cuando se produjo. Hoy, más claros de la traición de sus gobernantes, exigen en un altísimo porcentaje volver a un modelo más solidario, más humano, y por eso la privatización y las aperturas al estilo del TLC son rechazadas de plano en todo el continente”.

El primer libro se publicó a finales del 2005 y el segundo a finales del 2006. Sin embargo, el debate continuó, y a partir de enero del 2007 se intensificaron los foros y discusiones, por lo que en un afán de reunir los argumentos que sobre el tema he venido exponiendo a la comunidad nacional, se han colectado en esta obra los artículos publicados en diferentes medios: Semanario Universidad, Diario Extra, La Nación, La República, La Prensa Libre, El Financiero, y otros electrónicos: Argenpress, Informa-tico, La Tribuna Democrática, o que simplemente circularon por Internet.  
De modo que este es un esfuerzo por entregar al lector un análisis serio y responsable, que en todo momento se basa en datos confiables, cuyas fuentes de información se documentan.   
Se abordan aquí temas como los servicios públicos y su importancia para la sociedad. Servicios que constituyen “derechos humanos universales”, al menos aquellos que son básicos, como los de salud, educación, agua, electricidad y telecomunicaciones. Pero también se incursiona en temas como las consecuencias de TLC sobre el país y el ICE, reflejadas en los servicios de energía eléctrica y telecomunicaciones.

Otros temas que son también objeto de análisis y/o denuncia son: nuestro modelo de desarrollo, la intromisión de la política partidista en las instituciones del Estado, la corrupción y el afán de una camarilla de poderosos intereses económicos que han tomado las riendas del poder y pretenden entregar los servicios públicos y demás recursos del Estado a las empresas nacionales, pero sobre todo a las transnacionales.  

Por mi experiencia en el campo de las telecomunicaciones y una vida dedicada al ICE, este documento, que he titulado Servicios Público, en Riesgo con el TLC, es en realidad una continuación de mis dos obras anteriores; con nuevos datos, argumentos y elementos para el análisis, la discusión y el debate.   

Para aquellos que puedan leer estas páginas fuera de nuestras fronteras, aclaro que el ICE se creó en abril de 1949, para prestar los servicios de energía eléctrica. Tal fue su éxito, que en 1963 se le encargaron también los de las telecomunicaciones. Esta conjunción, única en el mundo, le deparó al país enormes ventajas competitivas, por la convergencia tecnológica entre ambas industrias.
Este documento, que no tiene ningún afán de lucro, se pondrá a disposición de quien lo desee sin costo alguno. 
Solo se ha imprimido una edición informal de 150 ejemplares, que han sido distribuidos gracias a la generosidad de un empresario costarricense, patriota, preocupado por el futuro del país, de sus hijos y las futuras generaciones. 
Se agradece también la revisión filológica, al Señor Oscar Aguilar.

Se podrá encontrar en Internet y a solicitud se hará llegar una copia, para lo cual solo será necesario solicitarla, al correo electrónico: gfumero@yahoo.com  

Este material puede ser reproducido y copiado, siempre y cuando se hagan las referencias del caso.

Capítulo Primero:
Servicios Públicos

y Sociedad de la Información
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Los servicios públicos

Servicios públicos son los que se garantizan a todos los ciudadanos por igual. El objetivo se cumple de mejor forma cuando se hace a través de entidades del Estado, pues por su condición de servicios básicos y por tanto, de interés público, se brindan sin fines de lucro, al costo y con subsidios, garantizando de mejor forma los principios que los caracterizan: igualdad, transparencia, no discriminación, continuidad, adaptabilidad y disponibilidad. Se requiere de precios asequibles, para que puedan estar al alcance de todos, independientemente de su ubicación geográfica, condición social o nivel de ingreso. Tal objetivo exige un esfuerzo nacional, independientemente del régimen en que se presten: estatal o privado. 

En los EE. UU. -el país más rico de la tierra, pero con un gran nivel de desigualdad-, en donde las telecomunicaciones se prestan bajo un régimen de libre mercado, también el Estado se esfuerza por garantizarlas. Hoy, la Federal Communications Commission (FCC), el ente regulador de ese país, exige un 11.7% de los ingreso brutos de las empresas operadoras para fines solidarios. Aun así, Gloria Tristani, FCC, 2001, afirma:
“El número de abonados telefónicos entre los indios que viven en reservas promedia alrededor del 47 por ciento, y algunas tribus han notificado niveles de penetración inferiores al 20 por ciento. Existen muchas razones para explicar por qué el número de abonados es tan pequeño en los pueblos tribales, incluyendo el costo elevado del servicio básico en esos lugares, las áreas limitadas de llamadas locales, una infraestructura inadecuada y la alta concentración de personas de bajos ingresos. Para aumentar el número de abonados en tierras tribales indias, ampliamos el programa Lifeline de manera que las personas que cumplan los requisitos de ingresos puedan recibir servicio telefónico local básico por $1 al mes”. 

En la Unión Europea, con niveles de ingreso per cápita similares a los EE. UU. pero con una mejor distribución de la riqueza, narra Pablo Moreno, 2001:

“…el marco comunitario prevé dos mecanismos de recuperación de costes distintos de la financiación directa a partir del presupuesto del Estado. … la creación de un fondo de servicio universal a nivel nacional o un sistema de cuotas suplementarias. En general, la política de telecomunicaciones y la vigilancia a través de la reglamentación relativa al servicio universal debe orientarse, a largo plazo, a conseguir un equilibrio adecuado entre el estable-cimiento de la competencia efectiva (para favorecer la innovación y la multiplicidad de opciones, así como unos servicios y precios que respondan a las necesidades de los clientes) y la extensión de sus beneficios a la totalidad de los clientes”. 

En Costa Rica, son servicios públicos: educación, salud, agua, energía eléctrica y telecomunicaciones. Los presta y garantiza el Estado, bajo un modelo solidario que garantiza universalidad. En la mayoría de los países Latinoamérica-nos, los servicios de telecomunicaciones (y algunos recursos de primera necesidad, como el agua) dejaron de ser públicos y fueron entregados a manos de empresas transnacionales, a cambio -en la mayoría de los casos- de que invirtieran el 1% de sus ingresos en programas de solidaridad. Ese porcentaje, evidentemente insuficiente, se estableció más con fines políticos -propiciar la aceptación de la entrega de tales servicios engañando al pueblo- que de llenar las verdaderas necesidades de las comunidades y los consumidores.

En esta sociedad de la información en que hoy vivimos, las telecomunicaciones se han convertido en un derecho humano fundamental, por ello la mayoría de los pueblos latinoamericanos tratan de revertir, a un altísimo costo, la entrega que otrora hicieron no solo de este servicio, sino de todos los demás.  

Costa Rica garantiza tarifas básicas sumamente bajas. Ver Anexos No. 1 y 2. En el caso de telecomunicaciones, según datos del Órgano Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL), somos el país de Latinoamérica en donde se gasta el menor porcentaje del ingreso per cápita nacional, para cubrir la tarifa básica de un servicio residencial: cerca del 1%. Y es precisamente Perú el más caro, con un 6.5%. En Europa –de modo similar a Costa Rica- ese porcentaje alcanza entre el 0.5 y 1%. Ver Anexo No. 3.
En Costa Rica, a pesar de las contribuciones al sistema solidario, las tarifas son tales que, aun los que más pagan, disfrutan de precios muchas veces menores a los del resto de los países, por cuanto el sistema opera al costo.   

No es casualidad entonces que Costa Rica, que dedica un alto porcentaje de los ingresos por prestación de servicios públicos a garantizar servicio universal, (más del 9% en el caso de las telecomunicaciones), se ubique hoy en el tercero, segundo o primer lugar en nuestra América Latina, en indicadores como: desarrollo humano, salud, educación, agua potable, energía eléctrica y telecomunicaciones, y aun en otros como: estabilidad política, tecnología, competitividad, idiomas, apertura comercial, nivel de exportaciones y atracción de inversiones extranjeras, algunos de los cuales fueron precisamente objeto de un comentario en ese mismo sentido por parte del analista Ricardo Ernst, de la Universidad de Georgetown, en la cadena de televisión CNN, durante la semana del 23/04/2007. Muchos de estos indicadores se documentan en el libro El Estado Solidario frente a la Globalización. 
Ya para 1850 Costa Rica comerciaba con Inglaterra, Estados Unidos y otras naciones; era y sigue siendo una de las economías más abiertas del continente, sin necesidad de ningún Tratado de Libre Comercio como el que hoy se nos trata de imponer y que, de aprobarse, trocaría nuestro exitoso modelo de desarrollo en uno neoliberal, que daría al traste con la solidaridad y nos obligaría a enrumbarnos por el camino ya experimentado -errado- de muchos de nuestros hermanos países latinoamericanos. 

Precisamente el Dr. Carmelo Mesa Lago, catedrático de la Universidad de Pittsburg y asesor internacional, opina que:
“Si bien es cierto no existen los sistemas ideales y cada país es diferente, en Latinoamérica Costa Rica puede servir como guía para las naciones que andan en busca de un modelo económico y social”.  
El experto de origen cubano, radicado en los EE. UU., es autor del libro Buscando un modelo económico en América Latina: Chile, Cuba y Costa Rica. Expone:
“Mi libro no pretende señalar una receta para encontrar un modelo perfecto de economía, porque en la práctica eso no existe, sino analizar los resultados que han tenido en la historia las diferentes variaciones que han hecho esas naciones. Para ello me baso en el estudio de 20 indicadores económicos y sociales que permiten entender los resultados, y en ese marco puedo decir que, en conjunto, la experiencia costarricense fue la más exitosa. Innegablemente los chilenos han tenido el mejor desempeño en la parte económica, pero socialmente no presentan los resultados de Costa Rica, y lo más impresionante es que el modelo costarricense se ha dado en medio de un sistema siempre democrático”.

¿Será posible entonces que no escarmentemos en cabeza ajena? ¿Será posible que por seguir un modismo o una doctrina económica, por compromisos con algún grupo de poder -interno o externo-, o por que algunos pocos buscan el beneficio propio o de unos pocos, entreguemos hoy lo que por más de 180 años de vida independiente hemos construido y defendido? La defensa más importante hasta ahora ha sido la gesta heroica de 1856-57, contra el filibustero esclavista, que en nombre del “Destino Manifiesto” pretendió anexar Centroamérica a los EE. UU.; invasión que concluyera el 1 de mayo de 1857, hace precisamente 150 años, con la rendición de William Walker, y que aseguró para siempre nuestra determinación de nación libre y soberana. 

Si el TLC solo fuera un tratado de libre comercio –como muchos otros que este país ha firmado- no habría podido polarizar la opinión pública como lo ha hecho. Quienes hemos analizado sus compromisos y consecuencias, no podríamos jamás aceptarlo tal y como está redactado, pues implica concesiones en cuanto a la soberanía y la explotación de recursos naturales, debilita nuestra legislación laboral y ambiental, entrega los servicios públicos, exige la aprobación de varios otros tratados internacionales -algunos de los cuales ya han sido rechazados en anteriores ocasiones por nuestra Asamblea Legislativa-, la revisión y modificación de toda nuestra legislación, sujetarse a una certificación vergonzosa y unilateral por parte de los EE. UU. y finalmente, aceptar lo inaceptable: más de 15 inconstitucionalidades señaladas por un respetado grupo de catedráticos de la Universidad de Costa Rica. 
El solo hecho de que quienes lo impulsan hayan gastado más de 6 millones de dólares para desinformar al pueblo, que tendrá el próximo 7 de octubre la oportunidad de decidir su futuro, a través del primer referéndum en la historia del país, hace sospechar que los intereses económicos en juego deben ser infinitamente mayores. 

Los servicios públicos ciertamente son parte importante de la diferencia, no entre un país rico y uno pobre, sino entre un país con equidad y uno de injusticias, entre uno con una alta concentración de la riqueza y uno con una equitativa distribución de la misma, entre uno en donde todos podamos aspirar a ser ciudadanos con derecho a los servicios fundamentales y uno con una alta exclusión social y económica.       
La sociedad de la información

La humanidad ha venido experimentando profundas transformaciones y con una aceleración cada vez mayor, principalmente durante el último siglo. Sin pretender precisión histórica al hacer la siguiente caracterización –para simplificar la hipótesis- podríamos aceptar que el principal elemento generador de riqueza ha venido evolucionando de la siguiente forma: “la tierra”, hasta principios del siglo XIX, “la industrialización” durante el resto del siglo, “la tecnología” en el siglo XX y “la información y el conocimiento”, en el siglo XXI. 

Esta transformación, de elementos más “duros” a más “suaves”, de una naturaleza física a una intangible, más susceptibles de ser acaparados por menos personas, han venido acrecentando las desigualdades y asimetrías, en un mundo que reduce las oportunidades para las grandes mayorías y las aumenta para quienes controlan tales elementos. 

Por otra parte, el desarrollo de legislación que debe seguir a todo proceso de evolución de la humanidad, para normar la conducta de las sociedades en función de los nuevos condicionamientos y relaciones, es lento, y nunca simultáneo en todas las naciones. Lo más grave es que ese mismo poder –concentrado- que entre otras cosas controla los medios de difusión, prensa y entretenimiento, usa su influencia, y en muchos casos impone leyes, para defender sus propios intereses, cerrándose un círculo vicioso. La legislación de comercio internacional es quizá el más fiel reflejo de tales mecanismos, con sus principios de trato nacional –que no permiten ninguna consideración a favor de las naciones más débiles-, arbitrajes internacionales –que suplantan la soberanía de los Estados-, propiedad intelectual –que monopolizan el conocimiento-, tratados de libre comercio (al estilo del Nafta
 o Cafta) –que someten a las naciones menos desarrolladas-, etc. 

Paralelamente a los desarrollos tecnológicos del siglo XX, surge una serie de iniciativas por parte del poder económico mundial, no solo aquellas que claramente se plantean como meta dominar el comercio internacional -el Consenso de Washington, por ejemplo- sino otras, como la Organización Mundial del Comercio (OMC, organismo de las Naciones Unidas), pero igualmente influenciadas, cuando no dominadas, por el mismo poder económico, que también ha tomado los gobiernos de las naciones, que defienden –no de gratis- dentro y fuera de sus territorios a las corporaciones y transnacionales, antes que a sus propios ciudadanos.    

El reto para nuestra sociedad actual -caracterizada por la información y el conocimiento- es por tanto ¿cómo democratizar esos elementos generadores de bienestar y de poder? ¿Cómo hacer que la reforma agraria de antaño, para una mejor distribución de la riqueza, se garantice en este nuevo contexto? 

En este sentido, deben rescatarse las Tecnologías de la Información y el Conocimiento (TIC) para servicio de la población, lo cual solo será posible cuando el Estado ejerza efectivamente su soberanía sobre el espectro radioeléctrico, recurso natural del que dependen las TIC. En nuestros países latinoamericanos principalmente, por descuido, por complacencia o por presiones del gran capital, el espectro se ha puesto al servicio de las corporaciones nacionales o extranjeras, que lo han aprovechado para generar fortunas, en muchos casos sin pagar siquiera por su uso. 

El caso de Radio Caracas Televisión (RCTV) en Venezuela, que para algunos apareja un exceso de poder por parte del gobierno, debe ser sin embargo, el catalizador que despierte las consciencias de nuestras naciones, pues el espectro es un recurso inalienable, que exige una adecuada administración. Es necesario hacer valer el mandato de nuestras constituciones políticas –de que el espectro no salga indefinidamente del poder del Estado-, que en algunos casos, como en el de Costa Rica, a falta de leyes u obsolescencia en ellas, no se cumple. 

Nuestros gobernantes han sido permisivos y hasta negligentes, al mantener indefinidamente concesiones, cuando la norma más aceptable son 15 años, con una renovación por otro periodo igual. 

Los intereses superiores de los ciudadanos exigen poner a su servicio, las potencialidades del espectro. Los países tienen la responsabilidad de -respetando los derechos adquiridos de buena fe- evitar los abusos y actualizar la legislación, para que como en sociedades más avanzadas -la escandinava, por ejemplo- el espectro sea mejor aprovechado, garantizando una educación más universal y mejor a la población, entretenimiento sano y de calidad, información más veraz y oportuna, derecho efectivo a la libre expresión de los ciudadanos y una mayor pluralidad y comunicación, todo lo cual promoverá sociedades más instruidas, libres, democráticas, participativas, equitativas, solidarias y transparentes.

Telecomunicaciones y derecho a la comunicación, expresión e información 

Las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) constituyen hoy redes que desempeñan en la sociedad la función del sistema nervioso en el cuerpo humano; de tal forma que, quien las controle, lo hace también con la sociedad.


Los medios de comunicación tradicionales están en manos de grandes y poderosos intereses económicos, que orientan el pensamiento de los pueblos y los manipulan a conveniencia. La Internet, en cambio, con alcances planetarios, está presente cada vez en más procesos humanos y tiene el potencial para democratizar las sociedades, lo cual depende prioritariamente de que se garantice a todo habitante el acceso a dicha red.

 
La celeridad del proceso de globalización a partir de la década de los 80 ha provocado cambios en el mundo, con consecuencias todavía no dimensionadas, pero cada vez más visibles: tele-educación, tele-medicina, tele-trabajo, tele-vigilancia, tele-voto, comercio y banca electrónica, firma digital, personalidad virtual, etc. 


En ese proceso, las telecomunicaciones han sido el elemento que más ha contribuido al establecimiento de un nuevo orden mundial, en el que los derechos del hombre han sido sustituidos por los del libre comercio, cambio de paradigmas impulsado precisamente a través de los medios: prensa, radio, cine y televisión.


La concentración de la propiedad de esos medios les ha permitido desincentivar la capacidad de análisis, el diálogo y la discusión, para dar paso al pensamiento único. De ahí la necesidad de garantizar mecanismos y recursos que hagan posible una sociedad más pluralista.
En contraste, la Internet no solo vino a revolucionar la vida cotidiana, sino que obliga a una mejor rendición de cuentas, mayor transparencia, participación más democrática en la toma de decisiones, todo lo cual forja un ciudadano mejor informado y más educado, consciente y tolerante. Sin embargo, el acceso a esa tecnología no está garantizado para todos, y más bien se ve amenazado por la mercantilización de los servicios de telecomunicaciones, en manos de grandes transnacionales.


El espectro radioeléctrico, del que se sirven tanto las telecomunicaciones como los medios, es propiedad de los Estados. Sin embargo, no siempre el marco legal garantiza los derechos ciudadanos, por lo que es imperativo legislar para asegurar:
 
1) Más y mejores servicios de telecomunicaciones, bajo principios de solidaridad y universalidad.

2) Los derechos a la libre expresión, información y comunicación.
3) Una sociedad más justa, transparente, participativa, democrática, equitativa y solidaria.


En 1948, las Naciones Unidas (ONU) proclamó en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículo 19:

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión;… el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”. 


Estos derechos, a pesar de su alcance universal, muy frecuentemente se coartan sin mayores consecuencias, pues quedan al arbitrio de los medios de prensa, radio y televisión, a pesar de que los últimos dos son obligados usuarios del espectro. Es por tanto irónico que, mientras el Estado suple el medio para hacer posible al menos estas últimas dos modalidades de comunicación, todas estén al servicio de grandes capitales y que no respetan los derechos de los ciudadanos. Realidad sumamente grave, debido a que tales medios cumplen un rol vital, como instrumentos que propician o anulan la capacidad de pensamiento y la creatividad del individuo. Estos medios, la industria del entretenimiento y las estructuras educativas -en un alto grado dependientes de las telecomunicaciones- conforman una suerte de entretejido que, de alguna manera, forja el destino de nuestras sociedades.

La humanidad enfrenta hoy la realidad de que los servicios de las TIC están convertidos en mercancías, inaccesibles a las mayorías, privándolas también del acceso al conocimiento.


La Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información, Ginebra, Suiza, 2003, procurando revertir ese proceso, expresó:

“Declaramos (…) que es nuestro deseo y compromiso común construir sociedades de la información y la comunicación centradas en la gente, incluyentes y equitativas. Sociedades en donde todos puedan crear, utilizar y compartir libremente la información y el conocimiento, así como acceder a estos, con el fin de que particulares, comunidades y pueblos sean habilitados para mejorar su calidad de vida y llevar a la práctica su pleno potencial (…) basados en los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos”. 


Alcanzar tales objetivos exige poner las TIC a disposición de todos, a través de servicios al costo y tarifas subsidiadas, que permitan un verdadero acceso a los servicios.

 
En Suramérica (Mario Osava, IPS, Brasil, Comunicaciones América Latina: Teléfono móvil engaña pobreza, 7/10/2005), de los 193 millones de usuarios telefónicos en el 2004, el 62% correspondía a servicios móviles y estos crecieron un 32% por año en los últimos 10 años, mientras la telefonía fija aumentó solo un 8%.
Lo grave es que el 80% de los servicios móviles en Suramérica y el 90% en Centroamérica son de “prepago”, lo cual evidencia que los latinoamericanos no tienen la capacidad económica para cubrir las tarifas básicas de un servicio por contrato. A través del sistema prepago, millones de personas reciben llamadas pero no las hacen. Mientras tanto, en los países donde las tarifas sí están al alcance de los ciudadanos, ni siquiera existe el sistema prepago, como en Costa Rica; o se usa muy poco, como en Estados Unidos: solo un 6%.

El estancamiento de la red de telefonía fija es una barrera a la inclusión digital, (Roberto Blois, Vicesecretario General de la Unión Internacional de Telecomunicaciones, UIT, 2005), pues ese sigue siendo el principal medio de acceso a la red mundial de Internet. Y es que la exclusión digital es sólo un síntoma; la enfermedad es la exclusión económica (Reza Jafari, Presidente del Comité Consultivo del Telecom Américas, 2005). La pobreza y la desigualdad son las causas del escaso acceso de los latinoamericanos a las nuevas tecnologías. Sólo los ricos acceden a innovaciones que reducen costos, como la telefonía por Internet, con lo que también tienen acceso a la información y al conocimiento, todo lo cual amplía la inequidad, conformándose una especie de círculo vicioso.


Debe ser por tanto una prioridad universal asegurar el acceso de todo habitante a los servicios de telecomunica-ciones -incluida la Internet- para garantizar un mejor derecho a la comunicación, a la libre expresión de las ideas y a la información y el conocimiento, con las consecuencias positivas que tales derechos acarrearían a la humanidad, al individuo, sujeto finalmente de la Historia.

Anclados al subdesarrollo

Recursos esenciales, que tradicionalmente se han considerado patrimonio de la humanidad, hoy son amenazados por poderosos intereses económicos que los patentan (caso de medicamentos, fertilizantes y alimentos) o los monopolizan, (caso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, TIC), privando a una gran parte de los pueblos del mundo subdesarrollado del acceso a tales bienes y servicios. 
Precisamente la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información, en el 2003, manifestaba esas preocupaciones. Los objetivos que en ella se adoptaron exigen poner las TIC al alcance de todos, pero su concentración en pocas y poderosas transnacionales (entre Telmex y Telefónica, por ejemplo, acaparan hoy más del 55% de los servicios fijos y del 75% de los servicios móviles en Latinoamérica), y las tarifas típicas de los monopolios privados, hacen cada vez más difícil su consecución. 


Recientemente se dieron a conocer las siguientes cifras sobre la cantidad de teléfonos: en Suramérica pasó de 23 a 53 por cada 100 habitantes y en Centroamérica de 17 a 48, en los últimos cinco años. Pero en el último decenio, el crecimiento en servicios móviles ha sido 4 veces mayor que en fijo, y hoy más del 65% de los teléfonos son celulares, en un altísimo porcentaje bajo el sistema de prepago. En contraste, ese sistema casi no se usa en los EE. UU., dado el elevado poder adquisitivo -más de 38.500 dólares anuales de PIB per cápita- y no existe en Costa Rica, a pesar de su ingreso per cápita de apenas 4.200 dólares. Los EE. UU. y Costa Rica ocupan también el primer y tercer lugar en el mundo, en cuanto a consumo en telefonía celular.


La prestación de los servicios estratégicos de telecomunica-ciones en monopolio, por parte del Estado Costarricense (casi el único país en Latinoamérica que todavía conserva el modelo, pues la mayoría privatizó todos o al menos los segmentos más rentables del mercado), ha permitido las más bajas tarifas básicas del mundo; hoy seriamente amenazadas ante la eventual aprobación del TLC, pues este Tratado conllevaría un rebalanceo de tarifas en un 400%, tal y como ha sucedido en los demás países cuando se abrió el mercado o se privatizó el servicio.


Definitivamente se nos impone desde los centros de poder del mundo desarrollado, a través de directrices de orga-nismos globales y regionales, un modelo para mantenernos anclados al subdesarrollo, con el objeto de que las transnacionales, que en mucho dominan las agendas de tales entidades, puedan seguir enriqueciéndose en este vasto y rico pero injustamente empobrecido continente, a través de mecanismos como los Programas de Ajuste Estructural (PAE), Fórmula del Gasto del Fondo Monetario Internacional, (FMI) y más recientemente de tratados de libre comercio, con el contubernio de gobernantes e intereses locales, apátridas que están dispuestos a entregarlo todo a cambio de nada o de muy poco, o bien de satisfacer los ideales neoliberales que han jurado defender.

Capítulo Segundo: 
Fundamentos del Estado Solidario





Zambrana y el Estado Solidario

El 27 de abril de 1876 llega a Costa Rica el Doctor Antonio Zambrana, de quien Eugenio Rodríguez Vega opina:

“Las instituciones democráticas construidas en la primera mitad del siglo XX son, en buena medida, fruto magnífico de la siembra de ideas que llevó adelante con tenaz confianza en el destino superior de Costa Rica. La práctica de respeto a las libertades fundamentales es, en gran medida, obra de muchos discípulos suyos, como don Ricardo, don Cleto o don Mario Sancho Jiménez”.

Hoy, cuando las prácticas neoliberales no dejan espacio ni para el “derrame”, cuando el negocio de los recursos naturales, los servicios públicos y hasta el conocimiento humano (a través de patentes) son monopolizados por unos pocos, obnubiladas sus mentes por el solo afán de aumentar sus fortunas, los ideales de Zambrana colisionan de frente con la concepción de un mundo reducido a un mercado global. 

Exigía Zambrana:

“… poner la tierra arable al alcance del trabajador pobre… Debe ayudarse a los artesanos para que lleguen a poseer hogar propio,... que tenga la manera de hacer frente a las enfermedades y al desvalimiento de la vejez, así como a dejar asegurada la suerte de su viuda y sus huérfanos cuando llegue la muerte.  Podemos, en cambio ser el pueblo más cristiano, esto es, el más fraterno de todos los pueblos de la tierra. Aquel en que el verdadero dolor de la vida sea menos intenso, en que el frío de la desesperación no existe, en que nadie esté a solas con su pena. Que no haya ignorancia extrema. 
Perfectamente posible es –en un país como este, sobre todo- que no haya siervos de la miseria, desamparados de la sociedad, casa sin pan, ni sueño sin hogar, ni dolor que viva solo. La actual sociedad acabará por modificar, sin duda, la propiedad y la herencia para que haya mayor equidad en el reparto. Que la República se gobierne por los que siendo sanos, sean los más doctos, pero que sea República de veras, es decir: para todos”. 

Estos nobles ideales calaron profundo en la mente de los discípulos de Zambrana, que hicieron suyos los principios de equidad y hermandad, que han caracterizado nuestro país, inmerso en esta América hispana, hoy convertida en experimento vivo de quines concibieron el “Consenso de Washington”. 

Don Armando Vargas Araya recoge en su libro El Doctor Zambrana, EUNED, 2006 -extraordinaria pieza de nuestra historia patria- el pensamiento y la obra de este gran inspirador de las reformas sociales que cristalizarían a finales del siglo XIX y culminarían con el actual Estado Social de Derecho, Constitución Política de 1949.
Hoy, sin embargo, un espíritu contrario pretende desterrar el de solidaridad inspirado por Zambrana. El eslabón que culminaría la destrucción de casi dos siglos de conquistas sociales y humanistas -que horrorizaría a Zambrana y a muchos más- es un TLC asimétrico, que atenta contra la dignidad, la soberanía y contra un desarrollo propio. 

Zambrana, hijo de América, nació en Cuba, vivió sus mejores años en Costa Rica y sembró en muchos otros países sus ideales de libertad y solidaridad. Merece ser recordado para que defendamos con renovada inspiración, un país libre, soberano, único, gracias a su extraordinario aporte y al de muchos de sus hijos intelectuales.
Nuestra segunda independencia

Parte de la historia patria se reescribe a partir del libro El lado oculto del Presidente Mora, del Sr. Armando Vargas Araya. Obra extraordinaria, fruto de 40 años de investigación en dos continentes: América y Europa, con 200 fuentes de información primarias y 300 secundarias, pone en su verdadera dimensión lo que para el costarricense promedio -hasta ahora- había sido una gesta heroica con alcances centroamericanos. Nos documenta y descubre don Armando las dimensiones universales de aquella epopeya, que concluye con la rendición de las tropas filibusteras -invasoras- al mando de William Walker, el 1 de mayo de 1857, y a la cual concurren las potencias del mundo, en defensa de sus propios intereses económicos y estratégicos en la región. 
En 1853, un periódico de Philadelphia comenta: “Los Estados Unidos limitan al este con el sol naciente, al oeste con el sol poniente, al norte con el Ártico y al sur tan lejos como nos dé la gana”. El presidente norteamericano James Buchanan, en su discurso inaugural el 4 de marzo de 1857, manifiesta: “Sin duda el destino de nuestra raza es expandirse sobre todo el continente norteamericano, relativamente pronto si se permite que los eventos tomen su curso natural”. 

Entre 1848 y 1860, los EE. UU. duplican su extensión territorial, mucho a costa del vecino país del sur -México-, lo que exacerba la fiebre expansionista norteamericana. Se organizan expediciones filibusteras a la Amazonia, Hawai, Irlanda, Santo Domingo, etc., no solo a Centroamérica. 

Por otra parte, de 1848 a 1869, más de 80.000 viajeros usan la vía del río San Juan
 para trasladarse entre Nueva York y California, lo cual comprueba que una vía interoceá-nica cobraba desde entonces la trascendencia que hoy tiene el Canal de Panamá. 

En el mundo, la Guerra de Crimea (sur de Ucrania), entre el Imperio Ruso y la alianza del Reino Unido, el de Piamonte-Cerdeña y los Imperios Francés y Otomano (1853-1856), es el contexto bélico que caracterizaba a un mundo en proceso de ajustes. EE. UU., aliado de Rusia en aquel conflicto, que finalmente claudica, aprovecha que los británicos están ocupados en ella, para empujar su agenda expansionista. 
Washington amenaza con anexarse Centroamérica si los británicos usan el Protectorado de la Mosquitia (en la costa de Honduras y Nicaragua) como plataforma de dominación sobre el istmo, y exige de los británicos absoluta neutralidad en el continente americano, a cambio de no interferir en Crimen; pero en cambio Walker contó no solo con el apoyo de empresarios y capitalistas, sino del mismo gobierno del presidente Pierce. El Canciller norteamericano -Marcy- llegó a expresar, en 1856, que la expedición parecía más una empresa pacífica de agricultores, mineros y comerciantes, y protestó por la ejecución de 19 prisioneros de guerra después de la primera derrota de Walker, en 1856, calificando el acto de “escandalosa barbarie”, a la vez que recomendó la expulsión del embajador de Costa Rica, el Sr. Molina, por representar a un gobierno “indigno de aparecer entre las naciones civilizadas”.  

Don Armando nos revela una dimensión verdaderamente oculta de los hechos, al igual que se ocultó por siglo y medio el rol protagónico del Presidente Juan Rafael Mora Porras, y las dimensiones de su extraordinaria estatura de estadista, al extremo de que las atrocidades que se cometen previo a su fusilamiento en Puntarenas se conocieron más en el extranjero que en nuestro propio país. Su ejecución estremeció la opinión pública en el Reino Unido, España, Francia, los EE. UU., Panamá y El Salvador.
Luego de la primera derrota, Walker logra, mediante fraude, hacerse elegir Presidente Constitucional de Nicaragua, se juramenta, hace su discurso inaugural y dicta leyes en inglés, idioma que oficializa. Brasil, España, Francia y el Reino Unido protestan por el reconocimiento del presidente de los EE. UU. a la dictadura filibustera. En la América de habla hispana se genera un sentimiento de temor y en consecuencia de unión, para defenderse de la expansión del Norte, procurando contener la invasión en Centroamérica y previniendo que el efecto dominó pudiera llegar hasta el cono Sur. 

Se fraguan una serie de Tratados, como el de la “Unión” y el de la “Confederación”, en los cuales destaca la participación de varios países, pero en mucho impulsados por la ofensiva diplomática de Costa Rica en Suramérica. Un historiador y político chileno manifiesta que estos tratados son conse-cuencia de las invasiones filibusteras en Centroamérica y alaba las proyecciones continentales que la bravura costarricense irradia en todas las direcciones de la fraternidad hispanoamericana.  
Costa Rica, sin proponérselo, traza la línea sur del expansionismo norteamericano de aquella época. Otra, muy diferente, habría sido no solo la historia, sino el idioma, la religión y la cultura del Continente de origen hispano, que a partir de la invasión a Centroamérica se llamará América Latina, para diferenciarla de la América Anglosajona. La historia ciertamente habría cambiado de no haber sido por la claridad de las ideas, el coraje, la valentía, la dignidad y la consciencia patria, arraigadas en el corazón del presidente Juan Rafael Mora Porras y de muchos de sus compatriotas. Pero no todos lo apoyaron; y más bien quienes defendían intereses anexionistas -nunca desaparecidos- finalmente logran que Mora, el costarricense más destacado del siglo XIX -el mejor estadista de nuestra historia, padre de nuestra democracia, señala Vargas- termine fusilado el 30 de septiembre de 1860, el ajusticiamiento más vil e infame de nuestra historia. 

Mora, ya derrocado, fue tentado por el poder de Norteamérica, por el mismo Presidente Buchanan, en la propia Casa Blanca, ofreciéndole liderar una futura Federación Centroamericana, a lo cual respondió que Centroamérica ganaría mucho, pero que Costa Rica lo perdería todo.  

El aporte histórico de esta obra no solo es un legado al país, sino al continente americano e incluso de trascen-dencia mundial, por lo que debe ser valorada en su verdadera dimensión, pues rescata en sus páginas mucho del escenario costarricense, centroamericano, latinoameri-cano y mundial, de una década de historia, de mediados del siglo XIX: uno de los periodos más críticos, pero más gloriosos, de nuestra historia como nación libre y soberana. 

Las grandes culturas hacen extraordinarios esfuerzos por trasmitir su historia a los suyos  -quien olvida su pasado no sabe quién es, ni hacia dónde avanzar-.

La Patria debe agradecer a Don Armando el rescate de nuestras raíces, nuestros valores patrios, el poner en perspectiva nuestros ideales de paz, libertad y democracia, conquistados con sangre, para que podamos valorarlos y defenderlos, como lo hicieron los grandes hombres de nuestra historia. 

Espero que el Ministerio de Educación Pública incorpore esta obra a la lista de lecturas obligadas, de modo que todo costarricense, antes de concluir sus estudios secundarios, necesariamente la haya leído, por su inconmensurable valor histórico, cultural y patriótico.  

Capítulo Tercero: 
Modelo de Desarrollo, 
TLC y Telecomunicaciones




La falacia de la competencia en las redes de telecomunicaciones 

Opina la Licenciada María Lourdes Echandi Gurdián, en Constitución Política Comentada de Costa Rica, Editorial McGraw-Hill, 2001, página No. 263:

“La Doctrina admite la existencia de los monopolios en el sistema económico de mercado, en tres supuestos: monopolio natural, monopolio de derecho y la propiedad intelectual: monopolio temporal de derecho. El monopolio natural ocurre si el nivel de producción, cualquiera que sea éste, puede ser producido de una forma más barata por una empresa que por dos o más, la economía a escala es más eficiente y existe, en esos casos, un monopolio  natural. En este sentido, indica la doctrina económica que: “Hay mercados en que la competencia no es deseable o inclusive ni siquiera viable. Si la producción tiene importantes economías de escala, de tal manera que el costo medio a largo plazo siempre disminuye cuando aumenta esta, es más eficiente que haya un único productor que muchas empresas en la industria. En esos monopolios naturales la competencia no es deseable porque la existencia de más de un productor elevaría los costos... Por tanto, la adopción de medidas antimonopolio para impedir el establecimiento de un monopolio natural sería contraproducente”. 

Congruentes con la teoría económica expuesta por Echandi y universalmente aceptada, expertos estiman que los costos para un país se incrementan en un 21% cuando se obliga a la desintegración o desagregación de la red de telecomunicaciones –se rompe el monopolio-. 

Por otra parte, los Licenciados L. Vargas y G. Hernández, consultores de la CEPAL, en Competencia y regulación en las telecomunicaciones: Costa Rica, 16/09/2006, manifiestan:

“Podríamos afirmar que la estricta regulación y control tarifario practicados por la ARESEP generan que la situación del sector de telecomunicaciones en Costa Rica simule el modelo de monopolio regulado. En este modelo, el regulador se encarga de llevar el precio de los servicios de telecomunicaciones a un nivel similar al que existiría en una situación de competencia perfecta para así maximizar el bienestar social. Cabe agregar, además, que la curva de costos marginales del ICE es menor que la de un operador privado… porque no incluye el beneficio o rentabilidad normal de toda actividad económica (también conocida como retribución al factor empresarial o costo de oportunidad), dada la limitación legal que tiene de generar utilidades y… porque su carácter de monopolio público exime al ICE de algunos costos que otros operadores sí enfrentarían… como el pago del impuesto sobre la renta, y municipales, así como del derecho de paso de las vías públicas y el uso del espectro radioeléctrico; además de que cuenta con la posibilidad de desarrollar economías de escala al ser el único operador en el mercado”.

Efectivamente, según estudios realizados por OSIPTEL, la tarifa básica de un servicio fijo equivale en Costa Rica al 1% del ingreso per cápita. De nuevo, la experiencia confirma la teoría, pues Costa Rica es efectivamente el único país latinoamericano en donde las telecomunicaciones son administradas como un monopolio, además de que por ser la institución que las presta de propiedad estatal, opera con tarifas al costo y con subsidios cruzados, principios totalmente inaceptables en una economía de libre mercado y que precisamente hacen una abismal diferencia entre un monopolio público y uno privado.  

Todos aquellos países en donde se han violentado los principios económicos que rigen los monopolios naturales -en busca de, o en aras de una apertura, que en teoría pudiera deparar alguna competencia- se han estrellado con la dura realidad de la que dan cuenta muchos informes. A. Vargas, La Prensa Libre del 17/10/2003, por ejemplo, reportaba que:

“Durante la campaña de privatización, dijeron que iban a abaratar las tarifas y las aumentaron hasta un 1.300 %…. La tarifa básica residencial, que en Costa Rica es de 1.650,00 colones (más 150 minutos gratis), en El Salvador cuesta 3.847,45 colones (y cero minutos gratis), lo cual significa un 274 % más caro”. 
A pesar de todas estas evidencias -teóricas y de la realidad latinoamericana-, el Proyecto de Ley General de Telecomunicaciones de Costa Rica establece en el artículo No. 2, entre sus “principios rectores”, su mayor falacia: “Promover la competencia efectiva en el mercado de las telecomunicaciones como mecanismo para aumentar la disponibilidad de servicios, mejorar su calidad, y asegurar precios asequibles”, cuando  precisamente este país tiene el más alto desarrollo en telefonía fija (una densidad del 31.6%), la mejor calidad (una completación de llamadas desde los EE. UU. del 71.47%), y las tarifas más bajas de Latinoamérica. 

De llegarse a aprobar el TLC o ese proyecto de ley, el país tendría que abrir sus redes para que las empresas privadas puedan conectar las suyas a las del ICE y a las del resto del mundo, pues ambas legislaciones exigen “… interconexión… con tarifas basadas en el costo…”.  

De esta forma, se estaría obligando algún grado de participación privada, no de competencia, que tampoco se ha logrado con las aperturas en Latinoamérica, pues en la mayoría de estos países solo dos empresas: Telmex y Telefónica, se reparten prácticamente el mercado.    

La gran ironía es que mientras se garantiza a las empresas privadas la posibilidad de participar de un negocio sin riesgo, pues además de interconexión, el dueño de la red debe ofrecer –aquí sí- precios al costo, se encarecen las tarifas a los usuarios finales. La participación de otros operadores introduce costos adicionales, y la única ventaja sería complacer a unos pocos que defienden el derecho a “escoger” entre varios operadores, aunque para otros miles de usuarios eso signifique quedarse sin servicio. 

Este modelo, que antepone el libre comercio y la “competencia” (en realidad la participación de la empresa privada) a las potestades regulatorias del Estado, y en última instancia a las necesidades más básicas del ser humano, desconoce los principios de servicio al costo, de solidaridad y de universalidad. 

Con la justificación de la competencia, cuando las empresas dueñas de la red no ofrecen a los intermediarios (revendedores que simulan competencia), suficientes beneficios, la legislación –neoliberal- se encarga de castigarlas. Precisamente esto sucedió recientemente (La República, del 05/07/2007), pues según una noticia fechada en Bruselas:

“Los reguladores de la Unión Europea multaron a Telefónica S.A. con 151.9 millones de euros ($207 millones de dólares) por un “muy grave abuso” de su dominio en el acceso de banda ancha de Internet en España, la mayor penalidad de la UE contra una compañía telefónica. La Comisión Europea en Bruselas acusó a Telefónica, la mayor compañía española del sector, de cobrar tarifas mayoristas demasiado cercanas a los precios minoristas, impidiendo a proveedores de Internet rivales obtener ganancias. La Comisión dijo que la penalidad es un “importante precedente” para las compañías de otros sectores llamados de red como la energía, el transporte y los servicios de telecomunicaciones que recientemente han sido liberalizados. La Comisión, el regulador de la competencia de la UE, advirtió a las compañías involucradas que no abusen de sus posiciones dominantes. El margen entre los precios minoristas de Telefónica y su precio mayorista de acceso a banda ancha fue “insuficiente” para cubrir los costos de las compañías. El resultado fue que operadores rivales quedaron eficientemente excluidos de la competencia, dijo la Comisión”.

Adicionalmente, el TLC, Anexo 13, artículo 3.1 exige:

“Costa Rica permitirá a los proveedores de servicios de otras Partes suministrar servicios de telecomuni-caciones en términos y condiciones no menos favo-rables que aquellas establecidas por u otorgadas de conformidad con la legislación nacional vigente al 27 de enero del 2003”. 

Y es que un reciente estudio de Signals Telecom Consulting, No. 13, del 24/07/2007, documenta los costos de interconexión en Latinoamérica y curiosamente la tarifa promedio es de 11 centavos de dólar por minuto, mientras que en Costa Rica es de 1 centavo. En México, por ejemplo, el operador dominante y prácticamente monopólico, Telmex, propiedad del magnate Carlos Slim -hoy el hombre con la mayor fortuna del mundo- cobra 17 centavos. Ver Anexo No. 4.
Cabe preguntarse finalmente, ¿se consumará una vez más otra grotesca asimetría (inequidad, injusticia, despojo, etc.), al mejor estilo neoliberal -que de por sí caracteriza a este proceso de globalización-, para obligar a este país a entregar su infraestructura -construida con dineros públicos- al Sr. Slim (el más fuerte candidato a “competir” con el ICE), a tarifas 17 veces menores a las que el Sr. Slim cobra en México, contribuyendo así los costarricenses a aumentar su fortuna, mientras dejamos a nuestra población más pobre sin servicio, tal y como ha sucedido en la mayoría de los países latinoamericanos, todo en aras de la “libre competencia”?  

Los costos de la regulación ante una apertura

La apertura de nuestro mercado de telecomunicaciones, negociada en el TLC, acarrearía una regulación sumamente onerosa, entre otros motivos: 

1) 
Por ser una regulación mucho más compleja que la actual, que solo regula al ICE en precio y calidad. 

2) 
Porque estaría orientada a garantizar competencia, lo cual no es posible en un mercado tan pequeño como el nuestro. 

3) 
Porque más que regular los servicios, debe regular la competencia, en un mercado con condiciones de monopolio natural.

Esa nueva regulación exigiría al menos, garantizar: 

1) 
Un marco jurídico que dé seguridad a todos los operadores.
2) 
Políticas y reglamentos claros y adecuados por parte del Ente Rector y Regulador. 

3) 
Normativa técnica que establezca los indicadores bajo los cuales se regirían los servicios. 

4) 
Capacitación y experiencia en regulación de la competencia. 

5) 
Acceso de todos los operadores a los elementos de la red, lo que a su vez exige: 

6) 
Desagregación de la red. 

7) 
Definición de los puntos de interconexión. 

8) 
Co-ubicación o uso compartido de las instalaciones (edificios, postes, ductos, torres).
9) 
Que los operadores cuenten con suficiente capacidad de infraestructura para evitar congestión. 

10) 
Facilidad de acceso de los usuarios de todos los operadores rivales (por ejemplo, paridad en la numeración).
11) 
Definición y desagregación de la estructura, de los cargos por interconexión, lo cual exige a su vez del operador establecido, el ICE: 

12)
Implementación de una detallada contabilidad de costos, sumamente onerosa. 
13) 
Acceso no discriminatorio a instalaciones y servicios del ICE. 

14) 
Acceso a las especificaciones de la red telefónica. 

15) 
Solución oportuna de controversias y con independen-cia de criterio. 

16) 
Reventa de servicios y otros recursos de la red.
17) 
Mecanismos para pagos por modificaciones hechas a la red para facilitar la interconexión.
18) 
Tratamiento confidencial de información relacionada con consumidores y competidores. 

19) 
Normas de red abierta y compatibilidad técnica. 

20) 
Acceso a los sistemas de señalización, funciones digitales, sistema de facturación, sistemas de apoyo operativo, etc.
21) 
Igual facilidad de acceso de los consumidores a redes rivales. 

22) 
Acceso a números y observancia de las normas de portabilidad numérica.
23) 
Acceso equitativo a los servicios especiales, etc. 

Entre los problemas que acarrearía esa nueva regulación, están los siguientes: 

1) 
La dificultad de mantener una adecuada legislación, en una industria cuyo cambio tecnológico sucede con velocidad vertiginosa. 

2) 
La dificultad de hacer una efectiva aplicación de la ley, por las características monopólicas de la industria. 

3) La alta posibilidad de “captura” del Regulador, principalmente en un diminuto mercado como el nuestro. 

4) 
El poder irrestricto de las transnacionales en un mercado tan pequeño. 

5) 
La falta de transparencia de los operadores en el suministro de la información. 
6) 
El uso de la infraestructura que debe de compartirse: interconexión y recursos escasos.
7) 
La dificultad de aplicar una regulación justa y equitativa a todos los actores en el mercado.
8) 
¿Cómo garantizar el servicio universal? 

9) 
El conflicto de intereses entre nuestra concepción de servicio público y las utilidades que exigen los operadores privados. 

10) La inexistencia de métodos exactos y justos para el cálculo de las tarifas de interconexión.
11) La posibilidad de que los operadores conozcan más que el Ente Regulador. 

12) El escaso poder del Ente Regulador en la mayoría de nuestros mercados. 

13)
La dispersión y descoordinación de las entidades relacionadas con la regulación y la competencia en el sector, etc. 

Y como se mencionó ya, algunos expertos estiman que las pérdidas económicas para el país, como consecuencia de la desintegración y desagregación de la red, al tratar de forzar alguna competencia en un servicio con condiciones de monopolio natural, ascienden al 21%. 

Otros costos que generaría esta apertura, ya anunciados, son: 

1.- El Ente Regulador, ARESEP
, requiere de 3.6 mil millones de colones (La Prensa Libre, 22/12/2006), solo para prepararse para la apertura.
2.- El Registro Nacional requiere de $3 millones para la función de propiedad intelectual (La Nación, 06/03/2007).
TLC: Desandar un largo camino

Un país dueño de su propio destino y que se gobierne con sabiduría, vale decir, en procura del bienestar de todos y no de unos pocos, para satisfacer las necesidades de las mayorías y no de los intereses egoístas de los menos, no puede permitir retrocesos en su camino al desarrollo. 

El “libre comercio”, en la visión neoliberal del mundo actual –globalizado- está por encima de cualquier otra prioridad. Por eso un pontífice se atrevió a calificarlo de “capitalismo salvaje”. 

Matricularse de lleno con esa corriente, que minimiza la acción del Estado, sería para Costa Rica un verdadero retroceso, pues no lograría más que desandar el camino recorrido en materia de servicios públicos, hoy garantizados a la mayor proporción de su población entre las naciones latinoamericanas. Sesenta años de desarrollo “social” (desde la fundación de la segunda República), no podrían tirarse por la borda, solo porque intereses foráneos desean extender sus mercados -los de las transnacionales- a costa de nuestro bienestar. 

El Tratado de Libre Comercio, culminación del proceso neoliberal en nuestras naciones centroamericanas, no traería más que una mayor inequidad para sus habitantes: un puñado de millonarios con más poder todavía y algunas transnacionales con mayor presencia en el mercado, y en el otro extremo, un pueblo aun más empobrecido. Constituye además una imposición. En el caso de Costa Rica concretamente, fue público y notorio que casi finalizado el proceso de “negociación” del TLC (nueva versión del Tratado del Área de Libre Comercio para las Américas, ALCA), el 1 de octubre del 2003, Robert Zoellick, representante de comercio de los EE. UU., tras “golpear el escritorio” de nuestro mandatario
 en Casa Presidencial, exigió la entrega de las telecomunicaciones y de los seguros, (estos últimos en manos del Instituto Nacional de Seguros –INS- otra institución estatal). En una actitud de sumisión oprobiosa, sin precedentes en nuestra historia, nuestro Jefe de Estado accedió. 

Costa Rica es hoy –todavía- uno de los países latinoamericanos de mayor cobertura en salud, educación, agua potable, energía eléctrica y telefonía fija. Lo ha logrado a través de un modelo solidario, cuyo único pecado ha sido el no posibilitar a las transnacionales hacer de los servicios básicos –fundamentales- su propio negocio y que, por el contrario, ha garantizado su prestación en manos del Estado, al costo y con subsidios. 

Las evidencias de nuestro excepcional desarrollo social y las estadísticas que así lo demuestran se encuentran en los anales de la Organización Mundial de la Salud (OMS), el Banco Mundial (BM), la Comisión Económica para América Latina, (CEPAL), la Unión Internacional de Telecomunica-ciones (UIT), la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), la Asociación Hispanoamericana de Centros para la Investigación y Enseñanza de Telecomunicaciones (AHCIET), el World Economic Forum, Regulatel, Conver-gencia Latina, estudios elaborados por NERA Economic Consulting, Signals Telecom Consulting, etc. Algunos de esos indicadores están incorporados en el libro El Estado Solidario frente a la Globalización.  

Estudios elaborados para el ICE, como los del Dr. Doyle Gallegos, Proyecto de Consultoría Financiera en Telecomu-nicaciones, en 1996, confirman que para que las empresas privadas puedan participar en la prestación de los servicios públicos deben ser rebalanceadas las tarifas, de 3.5 a 16 dólares, en el caso del servicio telefónico fijo, con la consecuencia de que el 25.7% de los usuarios se quedaría sin servicio, porque no podrían cubrir esos costos. Serían candidatos perfectos para el servicio de prepago en celular, pues facilita la conexión al sistema sin la necesidad de adquirir un servicio contratado (con un compromiso mensual de pago, que normalmente oscila entre los 20 y 30 dólares), y que por la compra de una tarjeta prepagada por 5 ó 10 dólares, pueden utilizar para llamadas de emergencia, pero a cambio están disponibles para que los puedan localizar.   

De igual contundencia resultan los estudios del Dr. Carmelo Mesa Lago, que demuestran por qué es Costa Rica el mejor ejemplo de un desarrollo equilibrado y recomienda su modelo a la región latinoamericana. 

Más recientemente, los señores Leiner Vargas y Greivin Hernández elaboran sobre los principios que justifican los resultados de nuestro buen desempeño, específicamente en telecomunicaciones, pero de igual forma también resultan aplicables sus conclusiones al resto de los servicios públicos. 
El Sr. Lucas Ledesma, editor adjunto de Tele-medios, en un comentario fechado en junio del 2007 en Buenos Aires, Argentina, dice:

“El papel del ICE, inyectando subsidios, es determinante para mantener bajo el precio, y no sólo en telefonía móvil, también en la fija. Una situación que seguramente se modificará con la apertura. Este bajo nivel de precios agrava la presión de la cantidad demandada de líneas móviles. Un esquema con precios un poco más elevados podría reducir la cantidad demandada, satisfaciendo los requerimientos de los usuarios de mayor poder adquisitivo, y además, las utilidades excedentes podrían reinvertirse en mejoras en cobertura, calidad de servicio, expansión de líneas, e incluso planes sociales”. 
Claramente, para quienes la “competitividad y el libre comercio” son el catalizador del desarrollo económico de un país, les resulta totalmente normal rebalancear tarifas, tal y como lo recomiendan Gallegos y Ledesma. Les es también normal resolver los problemas de demanda subiendo los precios, sacrificar los servicios de las mayorías para satisfacer los requerimientos y la calidad a los usuarios de mayor poder adquisitivo, generar mayores utilidades en aras de esa calidad y disponibilidad, y de paso, en el último lugar de la lista, ofrecer algunos incentivos sociales a los pobres, tal y como lo propone Ledesma.

Nuestro país ha mantenido por décadas estrategias con miras a un verdadero desarrollo, por ejemplo, garantizar servicios públicos al costo y con subsidios y mantener, en el caso de telecomunicaciones, un continuado desarrollo de los servicios fijos. Muchos países latinoamericanos, por el contrario, han retrocedido en densidad de telefonía fija y han puesto su mirada casi exclusivamente en los servicios móviles.

En el VIII Foro de Regulación de la AHCIET, Sao Paulo, Brasil, el 23 y 24 de mayo del 2007, se dejó en claro que: “El problema de la baja penetración de la banda ancha en Latinoamérica se produce por la falta de líneas fijas” y que “el futuro de los servicios fijos pasa por la banda ancha y los servicios de video”. 

De modo que Costa Rica, al mantener un crecimiento sostenido en los servicios fijos, incluidos los de Internet (hoy ocupamos el segundo lugar en el uso de la red Internet por habitante), está en camino de asegurar la banda ancha, elemento clave para entrar de lleno en la sociedad de la información. 
De muy poco le sirve a un país como El Salvador por ejemplo, tener cinco proveedores celulares “en competencia”, más que para que los clientes puedan “escoger” a quién comprar una tarjeta de prepago, pues los precios de un servicio “pospago” son tan elevados que la mayoría no puede suscribirlo. En Costa Rica, por 6 dólares mensuales, se tiene no solo el servicio, sino 60 minutos de conversación incluidos y el costo por minuto adicional más bajo del mundo, 5.7 centavos de dólar. 

Pero todos esos resultados extraordinarios comenzarían a revertirse si se aprueba el TLC o el Proyecto de Ley General de Telecomunicaciones. En ellos, aunque se enuncia una serie de principios como el de universalidad y solidaridad, se termina haciendo lo contrario: eliminando los recursos que el ICE hoy destina a subsidiar las tarifas básicas, para garantizar su acceso a toda la población. Además, libera los precios al usuario cuando hay más de un operador, prohíbe los subsidios y termina con las concesiones del espectro radioeléctrico otorgadas al ICE. 

En contraste, garantiza precios de interconexión (para las empresas privadas), al costo. En resumen, se trata no solo de descontinuar, sino de “voltear” el modelo solidario vigente. En el nuevo modelo que se nos quiere imponer, los precios al costo serían para las grandes transnacionales, a cambio de encarecer, cuatro veces al menos, los precios al usuario, tal y como lo calculó Gallegos y puede extraerse de cualquier comparación internacional.

Por nuestra dignidad, Costa Rica no puede aceptar ese tratado. Nuestro país ya tiene la economía más abierta y es la que más exporta por habitante en Latinoamérica, sin haber firmado un tratado como este. 

Costa Rica se ha caracterizado por hacer las cosas de otra forma. Por ejemplo, cuando nuestros hermanos del norte abrieron las puertas de Nicaragua al filibustero esclavista, en 1856, fue el liderazgo y una buena cuota de vidas costarricenses quienes lo expulsaron de Centroamérica. Cuando el mundo se rearmaba en medio de la guerra fría, Costa Rica se desarmó voluntariamente, proscribiendo el ejército en su misma Constitución Política, caso único en la historia. Cuando en los años 80 de nuevo Centroamérica ardía en luchas fraticidas, Costa Rica declaró su neutralidad perpetua ante cualquier conflicto armado. 

Esta vocación de un pueblo de paz, libertad y democracia, junto con la seguridad social y demás servicios básicos -públicos- garantizados por el Estado, por ya más de 60 años, a través de instituciones eficientes como el ICE, son nuestra mejor defensa ante una economía cada vez más globalizada. El caso de Intel así lo demuestra, pues entre las naciones del mundo escogió esta, precisamente por todas esas ventajas. 

Ninguna estrategia de desarrollo que polarice nuestra sociedad, que concentre la riqueza en unos pocos, que otorgue privilegios a una élite sobre los demás, ha de ser jamás adoptada por este país. 

Los principios consagrados en nuestra Constitución Política han de ser respetados y si se quiere ampliados, pero jamás disminuidos, como ahora pretenden hacer algunos por ingenuidad o por desinformación, y otros por intereses o por dinero.

¿Buena fe del gobierno?
Luego de 12 años, 4 gobiernos, cientos de millones de colones gastados en asesorías, miles de horas hombre y varias comisiones de trabajo para forzar una apertura en telecomunicaciones, el actual gobierno entreteje toda una estrategia antidemocrática y autoritaria, para lograr aprobar los proyectos de ley que legalizarían tal apertura. 
Por ejemplo, los proyectos de ley sobre el ICE y de apertura de los servicios de telecomunicaciones, heredados de la administración anterior, otro proyecto del Diputado José Merino del Río y dos de la Universidad de Costa Rica, fueron enviados a la Comisión de Asuntos Económicos de la Asamblea Legislativa. En cambio los proyectos del Gobierno, que entraron a la corriente legislativa el 3 de octubre del 2006, después de todos los anteriores, se asignaron a Comisiones Especiales.
En la Comisión de Económicos, compuesta por 9 diputados y con representación de 5 partidos políticos, a quien ostenta la coordinación le pareció inconveniente analizar en tan “amplio y pluralista foro” tales proyectos y nombró entonces una Subcomisión para que los dictaminara. Dicha Subcomisión, compuesta por solo tres diputados, dos del Partido Liberación Nacional y uno del Movimiento Libertario (exponentes ambos de la misma línea de pensamiento) secuestró tales proyectos, pues a la fecha nada se sabe de ellos. Por el contrario, los del gobierno fueron aprobados en sus respectivas comisiones de trabajo y están pendientes de su aprobación en el Plenario Legislativo. 
La más mínima consideración democrática abría dispuesto reunir, no por el origen de los proyectos (gobierno y todos los demás), sino por temas (ICE y Ley General de Telecomunicaciones), de tal modo que se aprovecharan las mejores ideas de las distintas propuestas. 
Es una más de las muchas maniobras maquiavélicas del gobierno, que de la forma más burda “desaprende”, desprecia la voluntad popular y niega el diálogo, contrariando los más nobles principios de la más antigua y singular democracia latinoamericana. 

En su colección de “horrores”, el gobierno exigió de la Junta Directiva del ICE, por otra parte, la aprobación de su propio Proyecto de Ley General de Telecomunicaciones, lo cual no era para nada necesario. Este proyecto acabaría con –o al menos reduciría a su mínima expresión- el ICE, cuando dicha Junta está -por Ley- conminada a defender la Institución que preside, aun contra los embates del mismo gobierno. Así lo confirmó una vez más la Sala Constitucional en su más reciente Resolución, la No. 2002-12019, 18/12/2002.  

Tantas fechorías juntas no podrán generar jamás confianza en un pueblo inteligente que percibe del gobierno una dosis cada vez mayor de falta de transparencia, diálogo, pluralismo y buena fe, por lo que se deslegitima aceleradamente. Tantas manifestaciones de autoritarismo, “dictadura de la democracia” y pensamiento único no pueden producir sino desconfianza, división, polarización y rechazo de todo lo que huela a TLC. Con procesos así, jamás lograremos “desatascar la carreta”, y el gobierno sigue siendo el mayor  responsable. 

Telecomunicaciones y modelo europeo

La Nación del 9/09/2006, en un reportaje sobre el proyecto de Ley General de Telecomunicaciones del gobierno, recoge algunos criterios del Ministro, Dr. Roberto Dobles, en el sentido de que:

“La Ley General de Telecomunicaciones es una ley con visión de futuro, que regula incluso lo que hoy no tenemos en el país. Este proceso no se parece en nada a experiencias de América Latina, donde el esquema fue sobre la privatización. Aquí nosotros no estamos proponiendo privatizar nada. El modelo es más el de países del norte de Europa, que están a la cabeza”.

Ciertamente el proyecto tiene una visión con un futuro promisorio para los inversionistas privados y las empresas transnacionales, visualiza enormes utilidades para unos pocos y regula situaciones que hoy no tenemos: competencia, interconexión, un raquítico fondo para subsidios, etc. Por tanto, tendrá consecuencias que hoy tampoco tenemos: tarifas 4 veces más caras y, por tanto, exclusión de cientos de miles de usuarios.    

El proyecto, al obedecer a las exigencias del TLC, contiene la misma receta impuesta a los países latinoamericanos. Los mismos funcionarios de COMEX
, durante el proceso de “negociación”, remitían a quienes solicitábamos información a los TLC de EE. UU. con Chile o con México, pues el nuestro “sería prácticamente igual”. De modo que las consecuencias también serían necesariamente las mismas: privatización de los servicios y posteriormente de las empresas y exclusión de los que no puedan pagar por ellos. 

Idénticas conclusiones se derivan del documento preparado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Organización de Estados Americanos (OEA) y la Comisión Económica para América Latina (CEPAL): “Guía comparativa del Tratado de Libre Comercio entre Chile y EUA y el Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana y EUA”, enero 2005, cuando manifiesta que:

“Las telecomunicaciones se tratan en el Capítulo 13 del TLC Chile-Estados Unidos y del CAFTA-DR. Ambos siguen la misma estructura para la cobertura de esos servicios. Los dos capítulos contienen 7 Artículos y dos Anexos en el caso del TLC Chile–Estados Unidos y cuatro en el caso del CAFTA-DR. El CAFTA-DR usa un lenguaje idéntico, salvo que reemplaza el término “proveedores dominantes” por “proveedores importantes” y el inciso (a) no se aplica a las redes públicas de telecomunicaciones. Asimismo, en el CAFTA-DR la obligación en (b) no se limita sólo a los proveedores dominantes/importantes, sino que se aplica a los proveedores de servicios de telecomunicaciones en un sentido más amplio. Ambos Capítulos cubren (c) el suministro de servicios de información, y (d) otras medidas relativas a las redes o servicios públicos de telecomunicaciones”. 

Dobles sabe mejor que nadie que una apertura no producirá por generación espontánea el modelo europeo, pues él ordenó contratar, siendo Presidente Ejecutivo del ICE, al Dr. Gallegos. Sus estudios fueron categóricos: para que se dé una apertura es necesario “rebalancear” las tarifas, subirlas a “US $16” y en consecuencia “…el 25.7%” de los clientes no podrían pagar. Finalmente, asegura “… con esta información es posible… identificar y medir los subsidios cruzados para poder eliminarlos”.   

El desarrollo del norte de Europa no puede implementarse en nuestro país por mandato legal. Asegurar que Costa Rica, con un PIB per cápita de US $4.300 y una distribución de la riqueza (coeficiente de GINI) de 0.48, pueda, solo con la aprobación de la apertura, imitar a los países escandinavos, con un PIB per cápita de US $31.235 (en Suecia por ejemplo) y una distribución de la riqueza de 0.20, es engañar a todo un pueblo. Eso equivaldría a que un estudiante, luego de la escuela primaria, ingresara a la Universidad, sin haber asistido a la escuela secundaria, solo porque alguna autoridad así lo disponga. 

Cuando los países escandinavos decidieron abrir sus mercados, ya habían alcanzado el nivel de saturación en telecomunicaciones y un altísimo nivel de desarrollo socioeconómico, pues su PIB per cápita era más de 7 veces el de Costa Rica y la distribución de la riqueza un 140% más justa. 
Además, las empresas no manejaban subsidios como en nuestro caso, sino que los gobiernos, a través de sus programas de bienestar social (seguro de desempleo), eran quienes garantizaban no solo los servicios de telecomunicaciones, sino el resto de las necesidades básicas también. Así, cuando se dio la apertura, no fue necesario rebalancear tarifas, cosa que sí fue inminente en todos los países latinoamericanos que abrieron o privatizaron. 

Los testimonios en este sentido abundan. Por ejemplo el de Eduardo López García, “Tarifas aumentaron con apertura”, El Financiero, 5 de julio del 2004, que da cuenta de que “las tarifas de telefonía fija en Honduras casi se cuadriplican con la incursión del sector privado en este mercado”.

Finalmente, las empresas estatales en Europa no solo no subsidiaban a los usuarios, sino que también reportaban “dividendos” a sus respectivos gobiernos, por lo que pudieron sin problemas competir con las privadas, pues su autonomía y su estructura de costos obedecía a la de una empresa privada, y sobre todo, el servicio universal nunca fue afectado por la apertura, cosa diametralmente diferente a lo que sucedería en nuestro país.  

¿Fortalecer las Instituciones o traicionar a la Patria?

Se traiciona la Patria de muchas formas. Una de ellas, legislando en contra de los intereses nacionales –los del pueblo-. Delito agravado cuando, a cambio, se favorece a unos pocos, que por ostentar el poder y los medios para hacerlo (por ellos mismos o a través de terceros a sueldo), pretenden cambiar el statu quo en beneficio propio, produciendo un Estado Solidario “invertido”. Esa es la estrategia del Proyecto de Ley General de Telecomunica-ciones. Algunas razones: 

1.- Define “el establecimiento de subsidios cruzados” como “prácticas monopolísticas”, artículo 60, calificándolas de “infracción grave”, artículo 54, y sancionándolas con “multas de hasta el 10% de los ingresos brutos del operador”, artículo 75. Ese punto de vista va en contravención de los artículos No. 50: “el más adecuado reparto de la riqueza”, y 74: “procurar una política permanente de solidaridad nacional”, de la Constitución Política (CP). 

2.- Otorga concesiones y regula “redes”, artículo 11 (las que pueden soportar varios servicios), en vez de “servicios”, en contravención del artículo No. 121, 14, c) de la CP. 

3.- Define el servicio de telecomunicaciones como un “servicio disponible al público” (mercancía), artículo 6, inciso 26, cuando el artículo No. 121, 14, c) de la CP lo eleva al mismo rango de los demás bienes y servicios públicos: agua, hidrocarburos, minerales radioactivos, ferrocarriles, muelles y aeropuertos nacionales.   

4.- Proponen “promover la competencia efectiva… como un mecanismo para aumentar la disponibilidad de servicios, mejorar su calidad, y asegurar precios asequibles”, artículo 2, en sustitución de los principios que han garantizado esas metas: precios al costo y subsidios cruzados.  
5.- Define el acceso universal como el “servicios de telecomunicaciones disponibles al público… a una distancia razonable respecto de los domicilios”, artículo 6, inciso 1), desconociendo la realidad de que en este país el 65% de los hogares tienen servicio y que el “acceso” está garantizado mejor que en ningún otro país latinoamericano, a través de una vasta red de teléfonos públicos.  

6.- Define que la competencia efectiva “se presenta cuando ningún proveedor… puede fijar los precios o condiciones de mercado unilateralmente”, artículo 6, inciso 7); de modo que si los precios fueran fijados por dos o más proveedores, en evidente colusión, cumplirían con la definición, por lo que tal conducta perversa no podría ser sancionada.

7.- Dispone para el Fondo de Servicio Universal “un porcentaje… que oscilará entre un dos y un cuatro por ciento de los ingresos brutos de dichos  operadores…”, artículo 42, mientras que el país invierte hoy el 9%, para garantizar la más baja tarifa básica del mundo, $3.5.

8.- Garantiza que “los precios de interconexión deberán ser orientados a costos…”, artículo 67, al igual que “el acceso a las instalaciones esenciales” del ICE, artículo 55, con lo cual la infraestructura que este país ha construido con fondos públicos sería usufructuada por privados, a precios al costo. 

9.- En contraste, pone fin a las concesiones, artículo 21, que el ICE tiene garantizadas por el artículo 1, inciso h) de la Ley 3226, del 28/10/1963: “para lo cual tendrá de pleno derecho la concesión correspondiente por tiempo indefinido”; y lo condena a brindar, en monopolio, los servicios que requieren subsidios: la telefonía fija, artículo 31.

10.- Mantiene los privilegios a los operadores de los servicios de difusión, (radio y televisión), artículo 32, al mantener vigente la Ley No. 1758 del 19 de junio de 1954, Ley de Radio, protegiendo las concentraciones y los privilegios para ese sector.

11.- Según el artículo 54, “Las tarifas serán establecidas por… SUTEL…”, pero “cuando existan condiciones para asegurar competencia… los precios serán determinados por los proveedores”. De modo que cuando ingrese un nuevo operador al mercado y el ICE tenga competencia, los precios podrán ser fijados por ellos.  

TLC y Telecomunicaciones: intereses de privados 

En el Diario Extra del 11/05/2007, el Ing. Róger Echeverría se refiere a una entrevista que me hiciera y publicara este Diario el 7/05/2007. Recurre a descalificarme, tratándome de “alarmista, falso, amedrentador, distorsionador, hacer afirmaciones en el aire”, como si matando al mensajero, la realidad cambiara. 
Aplaude sin embargo “el esfuerzo del Diario por informar”; supongo que se refiere a sus artículos, pues a su criterio, los demás “decimos falsedades” o “tergiversamos los hechos”. Comparto que Extra es uno de los pocos medios pluralistas; los demás prácticamente solo publican artículos a favor del TLC.  

Los principales argumentos de Echeverría son: 

1) “No tiene base alguna” el dato de que el 25.7% de los costarricenses se podrían quedar sin servicio de telecomunicaciones ante una apertura. Tal afirmación es del Dr. Gallagos, en un estudio elaborado en el contexto de los proyectos del ley del primer Combo
, en tiempos de la administración del Presidente Figueres Olsen, en 1996.
2) “El ICE no puede prestar servicios gratis”, lo cual es cierto, pero sí está autorizado por las leyes, (del ICE, la ARESEP y la Constitución Política) a SUBSIDIAR, práctica que Gallegos concluye, debe eliminarse para que la apertura sea posible, cosa que también prohíbe el Artículo 60 del Proyecto de Ley General de Telecomunicaciones. 
Echeverría desacredita nuestro modelo solidario, pues para él los pequeños consumidores subsidian a los mayores, “subsidio inverso” lo llama, con el cuento de que algunos clientes no llegan a consumir los 150 impulsos incluidos en la tarifa básica. Como si las demás empresas –privadas- no tuvieran tarifas mínimas, que en la mayoría de los casos son 4 ó más veces mayores, y que en algunos casos ni siquiera consideran un consumo mínimo en ellas. 
Nuestro actual sistema lo que hace es establecer, para el servicio fijo, una tarifa básica mensual de 1.850 colones -subsidiada-, para que los más pobres puedan pagarla, ya que al ICE le cuesta unos 6.000 colones ese servicio, solo en gastos de operación y mantenimiento. En este subsidio el ICE gasta el 9% de sus ingresos brutos. 

3) “El ICE paga el alquiler de la infraestructura a sus propietarios”, por lo que supuestamente no son ciertas las economías que yo mencioné en la entrevista, al utilizarse la postería tanto para la red eléctrica como para la red telefónica. Sin embargo, el 75% de esa infraestructura es propia: del ICE o de la CNFL
.  

4) Menciona que no sabe cómo un nuevo operador privado aumentaría las tarifas del 7 al 30%, datos erróneos en la publicación, aclarados al día siguiente. Lo que sí es cierto es que los precios subirían con la apertura, no un 30%, sino un 400% en promedio, como efectivamente han subido en toda Latinoamérica. 

5) Argumenta que los monopolios se dan cuando los servicios están en manos de una sola empresa. Claro, precisamente es lo que ha sucedido en toda Latinoamérica: que las empresas Telmex y Telefónica se reparten los mercados, igual que aquí lo han hacen los operadores privados de TV por cable. 

Finalmente asegura que recién se presentó a la Asamblea Legislativa un nuevo Proyecto de Ley, con algunas “mejoras”. Sin embargo, consultadas tales modificaciones, lo único nuevo es que se acogió la petición de los empresarios privados, para que se baje el nivel inferior del Fondo para el Servicio Universal, del 3 al 2% de los ingresos brutos de los operadores; y por otra parte se regresan las concesiones del espectro (frecuencias) a un Ministerio
, (antes se había asignado a la ARESEP), lo cual permitiría continuar como hasta hoy, con el botín político que siempre han sido las frecuencias. Recordemos nada más el caso Millicom
. 

Decisión crucial para Costa Rica

El Lic. Román Fallas, en un artículo titulado Momento Crucial, La Nación del 01/04/2007, cuestiona, en relación con los proyectos de apertura de telecomunicaciones, el:

“…canon que se le impone a todos los operadores… de servicios de telecomunicaciones, menos a la radiodifusión, de entre un 3% y un 6% de sus ingresos brutos como contribución al Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL). … una barrera de entrada que podría ser considerada contraria a los compromisos adquiridos en el TLC. …es una práctica común en los mercados en que existe apertura; en ese sentido… la propuesta se asemeja a las modernas legislaciones. … en el resto del mundo ese porcentaje asciende, en promedio,  aproximadamente a un 1% de  los ingresos brutos… en términos generales no sobrepasa el 2%. Algunos ejemplos: Sudáfrica. 0.2%, Ghana, Uganda, Perú, Polonia, Argentina, Venezuela y Brasil 1%, Rusia 1.2%, República Dominicana, Nepal, Nicaragua y Burkina Fasso, 2%”.

Cual monumento a la ironía, estos señores, para quienes para efectos de contribuir con el servicio universal, nos ponen de ejemplo a Ghana y Uganda, pero cuando de metas se trata, nos camparan con Suecia o Irlanda. No se dan cuenta de que su propio argumento de dedicar un 1% al Fonatel lleva implícita, la causa del menor desarrollo de todos esos países, pues su modelo, precisamente no solidario, no permite que quienes no pueden cubrir su costo tengan el servicio, por eso su menor desarrollo y la pobre utilización del mismo.  

En contraste, la gran mayoría de los países desarrollados pasaron por la etapa en que el Estado brindaba los servicios al costo y bajo principios de solidaridad, y no fue sino hasta que alcanzaron el desarrollo, que abrieron sus mercados. Pero saltarse etapas, para adelantar el “parecernos” a Suecia o a Irlanda, solo llevaría al descalabro, en el que han caído las masas empobrecidas de Latinoamérica.

¿Quién debe pagar el Fondo de Servicio Universal?

Agradezco al Lic. Román Fallas, La Nación del 21/04/07, sus apreciaciones en relación con mi artículo del 9/04/2007. 

Argumenta que en el mundo el porcentaje de contribución para el servicio universal (FSU) es, en promedio, un 1% de los ingresos brutos de los operadores, que en los EE. UU. esa contribución no es obligatoria, que se utiliza para financiar varios rubros y que las empresas son más bien agentes de retención, pues están facultadas para trasladar dicho costo al usuario. 

Tal y como lo expone el Sr. Fallas, el 1% es la contribución usual en los países subdesarrollados, pero en los EE. UU. es hoy del 11.7%, y en Costa Rica mucho más del 9%. 

El Sr. Fallas plantea sin embargo, el quid del asunto, cuando analiza quién debe pagar el FSU, que en ningún caso es cubierto por los operadores, como bien dice. Siempre que se establece como un porcentaje sobre los ingresos de las empresas, tal rubro es transferido a las tarifas, al igual que se hace con todos los sistemas solidarios. Por ejemplo, las cuotas de la CCSS
, las tarifas básicas de agua, de electricidad, de telecomunicaciones y los pasajes del transporte público para los adultos mayores en Costa Rica. En todos, la solidaridad es posible porque los que más tienen pagan más, para que los que menos tienen paguen menos. Nunca los subsidios se cargan a las utilidades de las empresas, pues para empezar, las empresas públicas -por ley- no las pueden generan.

El proyecto de Ley General de Telecomunicaciones de la Universidad de Costa Rica propone extender el servicio universal, garantizando servicios gratuitos a escuelas, colegios, bibliotecas públicas, etc., lo cual sería un paso adelante en la extensión de ese propósito. Pero el proyecto del gobierno se queda en la falaz retórica de enunciar principios que nunca se traducen en mecanismos para garantizar servicios a comunidades y hogares pobres; al contrario, los encarece.

El país puede legislar y cambiar el modelo actual, mientras no se apruebe el TLC. Lo que es incomprensible es que, mientras los demás países latinoamericanos “lloran” la pérdida de sus sistemas solidarios –pues convirtieron los servicios públicos en mercancías- y hoy procuran rescatarlos, en el nuestro seamos tan miopes y obcecados -como la mayoría de los diputados, que no escuchan razones y aprueban por mandato lo que otros les imponen, a pesar de que su responsabilidad es absolutamente intransferible y de que la Historia les cobrará los errores tantas veces advertidos.

Cuidado con los insultos

En el Diario Extra del 10/05/2007, el periodista Pablo Guarén, en un artículo que titula Cuidado con las mentiras, se refiere a mis declaraciones a ese Diario y publicadas el 7/05/2007. Se refiere a mi persona y a mis declaraciones en términos de “supuesto especialista, vaticinador, alarmista, mentiroso, falso” y me acusa de “difundir miedos”, principalmente porque afirmo que Gallegos aseguró que el 25.7% de la población se quedaría sin servicio de telecomunicaciones, si se diera una apertura del mercado. Centra su artículo en descubrirnos las maravillas del mercado celular chileno, cuya población, en un 79% cuenta con teléfono móvil, a través de tres empresas, una estatal y dos privadas: Telmex y Telefónica, las cuales ya acaparan la mayor parte del mercado. Todas ofrecen atractivas ofertas, aparatos especiales para niños y deportistas, trámites instantáneos y la libertad de “elegir”, todo producto de la “competencia”. 

En primer lugar, aparte de la alta densidad, nada dice el Sr. Guarén de la calidad, de la utilización y de los precios del servicio. Costa Rica es casi el único país latinoamericano que presta tales servicios en condición de “servicio público”, en los demás son “mercancías” o “servicios disponibles al público”, ofrecidos generalmente a precios monopólicos, como en México, u oligopólicos en los demás, como en Chile. 

Ciertamente la densidad celular en Chile es un 125% mayor que la nuestra. Sin embargo, la gente usa el servicio un 126% menos que en Costa Rica y no por cuestiones “culturales”, como aseguran otros, sino porque los precios son mucho más caros. De modo que si consideramos el consumo por persona, Costa Rica tiene una densidad equivalente mayor a la de Chile. 
En países como ese o en Argentina, se reportan hasta un 30% de los aparatos sin uso. Solo los tienen para ser llamados, no para llamar, pues las tarifas por minuto son sumamente elevadas (4 o más veces que en Costa Rica), y en ocasiones ni siquiera para eso, porque se le cobra tanto a quien llama como a quien es llamado, igual que cuando Millicom prestaba servicio en Costa Rica, para los que recuerdan o tuvieron el “privilegio” de tener un celular en esa época.   

En segundo lugar, son tan altas las tarifas básicas en esos países, que solo utilizan el sistema prepago. Allá es usual que las empresas compitan con ofertas -como “regalar” el aparato- a cambio de un oneroso contrato por 18 meses, por ejemplo, con mensualidades que fácilmente sobrepasan mínimos de 20 o 30 dólares, contra los 6 dólares en Costa Rica. 

En tercer lugar, mediciones de la completación de llamadas, parámetro que refleja la calidad del servicio de telecomunicaciones, revelan que la nuestra no solo es mejor que la de Chile, sino la mejor entre la totalidad de países latinoamericanos.  

De los defensores del pueblo

En el Diario Extra del 12/05/2007, el Lic. Juan M. Campos se refiere a mi artículo del 9/04/2007, para descalificar “los subsidios cruzados como una política de solidaridad social”, alegando que no tienen sustento en la ley de la ARESEP. Sin embargo, acepta que “la ley… permite… diferenciación tarifaria por razones de orden social, pero del texto no se deduce que se deba subsidiar a quien no lo necesita”. Aduce que:

“… los subsidios cruzados… le quitan recursos a los más pobres. Ha sustentado el articulista que el sistema actual le ha permitido al ICE trasladar alrededor del 9 % de sus ingresos… para cubrir con el dinero de todos los usuarios, los subsidios… a ricos y pobres;… de ser cierto… estamos frente al régimen más perverso del mundo,… a diferencia suya, don Gerardo, a mí sí me interesa la población más desvalida del país”.
Primeramente, creo que -claro- de ninguna ley se puede desprender que se deba subsidiar a los ricos –ni creo que ningún “padre de la Patria” se atreva jamás a proponer semejante cosa-, y que cuando la ley habla de “diferenciar la tarifa por razones de orden social”, se refiere exactamente a la solidaridad con los más pobres -por supuesto-. 
Ahora bien, el sistema actual, en servicios como agua, electricidad y telecomunicaciones, fija una tarifa básica altamente subsidiada, por un mínimo de servicio (150 minutos en telefonía fija), para garantizar el servicio a toda la población y evitar que los pobres sean excluidos. Quien no puede gastar en teléfono más que la tarifa básica, $3.5, tienen garantizada la más baja tarifa del mundo –subsidiada-, lo que jamás sería posible con una empresa privada. Quien consume $11 le cubre al ICE los gastos de operación y mantenimiento, y todos tienen garantizados los precios por minuto más bajos del mundo: $0.057. 

El subsidio se da además entre servicios. Por ejemplo, el celular subsidia al servicio fijo, a pesar de lo cual también el celular disfruta del más bajo nivel de precios de Latinoamérica. A eso le llama el Sr. Campos “¡perversidad!”  
Y ¿cuál es el secreto? Que en Costa Rica los servicios se prestan AL COSTO. En Latinoamérica, todos –ricos y pobres- pagan tarifas 4 veces más altas en promedio, por lo que sus consumos son 2 ó 3 veces menores, todo para que Telmex aumente el capital de su dueño, el Sr. Carlos Slim. 
Acusa el Sr. Campos al ICE de que “…poco ha importado el uso de estos recursos” (9% de los ingresos), de que “no hay contabilidad de costos, ni ha existido orden en el manejo de los recursos”, de que “el precio por minuto de la telefonía pública… es más de doscientas cincuenta veces más caro que el minuto que paga una empresa o una casa de habitación”.
Lo que más resulta inaudito es que quien ocupó una importante posición en el Departamento Legal del ICE haga tales aseveraciones. Primero porque refleja acomodarse a las circunstancias, pues mientras fue funcionario público nada le pareció mal ni defendió a la población desvalida.  Hoy sin embargo, como asesor de los intereses privados que pretenden privatizar los servicios más rentables del ICE (Cámara de Comercio Americana y Cámara Costarricense de Telecomunicaciones), lanza cargos infundados y difama al ICE y “defiende a los pobres”. 
Es desmoralizante ver a Campos asegurar que el costo del minuto en un teléfono público cueste 750 colones (“doscientas cincuenta veces más que el residencial”). O se equivocó de nuevo o fabricó una enorme mentira más, pues esa tarifa solo alcanza a 10 colones. 

Teléfonos sí, ¡pero sin uso!

Bajo el título de Rezago en telefonía móvil, en La Nación del 4/8/2007, informa el Ing. Trujillo que la cantidad de teléfonos celulares por cada 100 habitantes, al 2006 era: Panamá 66, El Salvador 65.2, Guatemala 52, Nicaragua 35.6, Costa Rica 35 y Honduras 30.6. Atribuye el “éxito” de los demás países centroamericanos a “la apertura y competencia entre operadores”.

Veamos ahora la realidad que no se cuenta. 

1) El 90% de los clientes en Centroamérica son de Prepago –ocasionales-, que adquieren una tarjeta prepagada, exactamente igual que lo hacen los costarricenses para usar los teléfonos públicos. 

2) La tarifa básica por mes del servicio contratado, en esos países, para el 2006, era un 300% más cara -en promedio- que la nuestra: $25 en Nicaragua, $15 en Honduras y El Salvador y $11 en Guatemala y Panamá. Ver Anexo No. 5.
3) La tarifa por minuto del servicio contratado era -en promedio- un 430% más cara que la nuestra: 42 centavos en Nicaragua, 35 en El Salvador, 25 en Honduras, 18 en Panamá y 10 en Guatemala.  Ver Anexo No. 5.
4) La tarifa del prepago es en esos países mucho más alta que la del servicio contratado, y como las tarjetas son activadas por un periodo limitado, las empresas recogen millones de dólares en minutos que no se consumen. 

5) Nuestros bajos precios han hecho posible que podamos usar con gran libertad el servicio. Costa Rica es, después de EE. UU. y Hong Kong, el país con el más alto consumo en el mundo: 286 minutos mensuales por persona.

6) En Chile por ejemplo, el país de más alta densidad en Latinoamérica -con un 76.2% de prepago-, se consumen 114 minutos. En Centroamérica, mucho menos. Con ese consumo por usuario, nuestro sistema podría alojar 148% más de clientes, por lo que en realidad nuestra densidad equivale al 85%, la más alta de Latinoamérica.   

7) Las densidades celulares que hoy reportan la mayoría de los países de Latinoamérica, son producto de la venta masiva de aparatos, aunque muchos de los que compran líneas ni siquiera la usan. Informaba EFE en mayo del 2005, en Argentina, que:
“… en lo que va del año, las cuatro compañías que compiten en ese país, la gran mayoría de capital extranjero, han vendido en conjunto un promedio de un millón de teléfonos celulares al mes... Si bien se calcula que el 30 por ciento de los teléfonos móviles colocados no están en uso, aunque mantienen sus líneas habilitadas…”.
8) En contraste con las apreciaciones de Trujillo, informaba el Sr. Alonso Vargas en octubre del 2003:
“Durante la campaña de privatización, dijeron que iban a abaratar las tarifas y las aumentaron 1.300 % (...). La tarifa básica residencial que en Costa Rica es de 1.650,00 colones (más 150 minutos gratis), en El Salvador cuesta 3.847,45 colones (y cero minutos gratis), lo cual significa un 274 % más caro”.
9) No es de extrañar entonces que, según Latinobarómetro, entre 1998 y el 2004, la insatisfacción con la privatización de los servicios públicos subió del 43 al 78% en El Salvador, del 36 al 98% en Guatemala, del 34 al 80% en Honduras, del 48 al 79% en Nicaragua  y del 41 al 70% en Chile.


Capítulo Cuarto: 
Servicios Eléctricos




Planificación y la crisis energética

En su discurso del 1 de mayo del 2007, el Sr. Presidente de la República, Dr. Oscar Arias, manifestó que los problemas energéticos se debían a varios factores, entre ellos a que:

“…las últimas administraciones,… han limitado la capacidad del ICE para hacer las inversiones requeridas en materia de generación eléctrica. …la política energética de los gobiernos se ha hecho sin planificación, sin más guía que la ocurrencia o la defensa de intereses inmediatos. …los prejuicios ideológicos que nublan el entendimiento de algunos actores muy importantes en las decisiones del ICE. Esos prejuicios han satanizado la participación del sector privado en la generación eléctrica y la han visto como una traición al ICE. El costo de generar energía eléctrica en las plantas térmicas del ICE es hoy hasta cinco veces superior al costo de producción de muchos generadores privados”.

Reconozco la honestidad del Sr. Presidente al aceptar que los gobiernos no planifican, se guían por ocurrencias y actúan llevados por intereses inmediatos, personales y desmedidos; por eso, desde hace años, clamamos por sacar la política partidista de las instituciones, que solo constituyen un obstáculo para una adecuada planificación técnica. 
Pero, para que tales afirmaciones fuesen del todo honestas, debería incluir en su análisis, su propia administración anterior, pues fue la que actuó con más ilegalidad (en contra de la misma Constitución) e impunidad. La única que ha hecho entrega de bienes damaniales -el espectro radioeléctrico- sin concesión, a una transnacional: Millicom. 

Las verdaderas causas –primarias- de la crisis energética, ciertamente, han sido las limitaciones a las inversiones del ICE -como también reconoce el Sr. Presidente-; las demás son consecuencias. Y tales limitaciones no han sido de orden económico, sino político, y obedecen a intereses privados y/o corruptos.  

Aunque reconoce las elevadas tarifas de la generación hidroeléctrica privada, compara los costos de esta energía con los de la generación térmica, para concluir que esta es mucho más cara, y justificar así la primera. Esto equivale a recomendar a los viajeros que utilicen taxi en vez de avión, cuando lo que necesitan es un bus. De igual forma doy gracias a Dios por tenerlo a usted de Presidente, antes que a George Walker Bush, pero eso no evita mi oración por una nueva generación de gobernantes, con los dotes de estadista, probidad, patriotismo, honestidad y entrega que tuvo nuestro prócer Juan Rafael Mora Porras, por ejemplo.    

Si los gobiernos planificaran el desarrollo del país en función de los intereses nacionales, sin ocurrencias, sin defender intereses inmediatos, sin legislar para sus propios negocios, sin beneficiar a socios y amigos, sin entregar los recursos del Estado, sin prejuicios ideológicos, buscando un desarrollo autóctono, no impuesto por intereses o grupos espurios o enajenados, entonces sus agendas, la de los usuarios -dueños de las instituciones- y la de los sectores que actúan con justicia, estarían en perfecta armonía. 
Pero se requiere tener nublado el entendimiento o satanizados los principios de equidad y solidaridad, para acusar a los actores internos del ICE de “perjudicar” sus decisiones. Las luchas de los “enemigos internos” de las instituciones –como los entiende el Sr. Presidente- han sido para defenderla de la privatización (Combo), de los negocios de los privados (Millicom y cogeneradores
), de gobiernos que defienden intereses privados (PLUSC
, en los últimos 20 años), de la falta de planificación (ocurrencias), de la política partidista en las instituciones (Juntas Directivas y Presidencias Ejecutivas), etc. 

Si fuera necesaria la participación del sector privado, no podría negar jamás, que para garantizar servicios que son básicos a todos los costarricenses de bajos ingresos, en un país con el nivel de desarrollo como el nuestro, son absolutamente indispensables las instituciones del Estado, bien administradas, eficientes, autónomas, con visión y de una agenda neoliberal.
Generación térmica y apertura del ICE

Según el editorial de La Nación del 29/01/2007, el ICE depende cada vez más de las plantas térmicas, consecuencia del fracaso en la planificación y la falta de visión, falta de estudio y vigilancia de los dirigentes sindicales, burocracia dispendiosa, ineficiencia técnica y administrativa… Dice textualmente: 

“Han fallado aparatosamente los sindicatos del ICE en sus controles internos en muchos casos, incluyendo, hoy, Alcatel… ¿Dónde estaban los sindicatos cuando esto ocurrió? También han fallado los funcionarios, planificadores y políticos de turno de todos los partidos que han llegado al poder… al mantener el monopolio... Ya el ICE solicitó a la Aresep un nuevo aumento del 23% de las tarifas… ¿Se justificará perpetuar ese sacrificio?,…  para evitarlo es muy importante aprobar cuanto antes la Ley de Modernización del ICE y demás leyes conexas con el objetivo de permitir que el sector privado coadyuve con el esfuerzo nacional de suministrar energía abundante, a mejores precios y razonablemente limpia”.

De la forma más cínica y maquiavélica, La Nación responsabiliza a los sindicatos de la falta de planificación, cuando siempre los ha deslegitimado y descalificado, en los momentos en que estos han defendido la institucionalidad y al país, (recordemos las luchas contra Millicom, el Combo, la falta de autonomía, la no aprobación de las inversiones, etc.). 

La corrupción, producto de la codicia y la ambición de algunos pocos altos funcionarios del ICE y del gobierno, que no lo pudieron evitar la Auditoría Interna del ICE, la Contraloría General de la República ni todos los demás entes que aprueban sus compras, ahora es culpa de la falta de “controles internos de los sindicatos”. 

Entre las gigantescas mentiras y falacias que hoy propala La Nación, está la de que debemos abrir los mercados para que no se vuelva a presentar el “sacrificio” de subir los precios a los “consumidores y usuarios”. La realidad, documentada en las mismas páginas de La Nación, demuestra que en muchos países latinoamericanos fueron precisamente esa apertura y esa privatización -corrupción incluida- las responsables de tales males, pues trajeron como consecuencia tarifas mucho más elevadas y miles debieron prescindir de los servicios. Esa es una de las causas del aumento de la pobreza, la exclusión social y la concentración de la riqueza, también documentadas por La Nación, pues no ha podido esconder, aunque sí minimizar, los contundentes informes en ese sentido, de muchas entidades como la CEPAL y el mismo Banco Mundial. 

Costarricenses, abramos los ojos -y la mente- ante las mentiras desvergonzadas que pregona el Grupo La Nación, solo porque dispone de los “medios masivos” para hacerlo, y precisamente por eso también aniquila, de la forma más irresponsable, todo viso de pluralidad y de libre expresión de las ideas, en una conducta que solo podría justificar el Ministro de Propaganda de Hitler: “Miente, miente, que algo queda".

Algunas de las más connotadas, nefastas y vergonzosas experiencias de apertura y privatización en este país, y que gracias a Dios no han sido todavía las más importantes, fueron: CEMPASA
, FERTICA
, MILLICOM, ALTERRA
, RITEVE
, COGENERACIÓN.  Los precios de Millicom, por citar solo un ejemplo, fueron 7 veces más altos que los del ICE.

El proyecto de “Ley de Modernización del ICE”, que ni siquiera existe con ese nombre, no hará más que terminar en unos pocos años con él, tal y como ha sucedido en toda Latinoamérica. Ese proyecto o el de la Ley General de Telecomunicaciones, le pone un plazo al ICE, le quita el espectro radioeléctrico asignado y la administración de alguna parte de su propia infraestructura, lo discrimina para favorecer a las transnacionales, lo obliga a alquilar sus redes a precios de costo y a abrir sus archivos técnicos y comerciales a los demás operadores privados, politiza la asignación del Espectro y las concesiones, legaliza a los ilegales lo ilegal, etc. ¡No seamos ingenuos, por Dios!

Lecciones de una crisis

La solidez de un sistema o la madurez de un funcionario se ponen a prueba en momentos de crisis. Ante el déficit energético del verano del 2007, nuestro sistema eléctrico, el de mayor cobertura y de más bajas tarifas básicas de Latinoamérica, ha demostrado sin embargo no tener la capacidad para hacer frente a una emergencia de aquella magnitud. Situación nada sorpresiva, pues desde la década de los 90, el entonces Presidente, Ing. José Ma. Figueres, definió a través de la Ley 7200, que sus propios negocios y los de un grupo de allegados iban a estar por encima de los intereses del país. 

A lo largo de estos 17 años, la mayoría de los Presidentes de la República, Ministros de Hacienda, Presidentes del Banco Central y directores de la Autoridad Presupuestaria, consistentemente, han favorecido la generación privada, estorbando y obstaculizando las inversiones del ICE. Esa es la causa primaria de la crisis, advertida por el Sindicato de Ingenieros (SIICE) y un grupo de funcionarios del ICE, en publicaciones separadas, en abril del 2005.   

En todos esos años no han sido otros, sino sus propios funcionarios, quienes han salido en defensa del usuario, demandando que se le permita al ICE invertir lo necesario, llegando incluso al extremo de sostener prolongadas huelgas. 

El Ente Regulador tampoco puede evadir responsabilida-des, pues autorizó tarifas de privilegio para los generadores privados. El Lic. Fernando Herrero, hoy Regulador General, en La Nación del 15/06/1996 declaraba:

"... hay que entender que el Estado no puede seguir haciendo inversión pública como en años anteriores y que muchos proyectos que ahora se financian con fondos públicos deben abrirse a la concesión privada o privatizarse del todo. …una opción es vender las plantas hidroeléctricas que ya operan y que, con el dinero recibido, el ICE construya nuevos proyectos y -una vez terminados- los venda." 
Las intenciones privatistas aquí expresadas son contundentes. El paralelismo con los dictados del TLC es extraordinario, pues éste demanda de igual forma que la infraestructura de telecomunicaciones -por ejemplo- sea puesta al servicio de las transnacionales a “precios de costo”. En ambos casos, el Estado sería “facilitador” de los negocios de los privados, construyendo y entregando, o alquilando al costo, su infraestructura.  

El Lic. Herrero manifestó a La Nación el 24/04/2007: “…es inaceptable que se decrete un aumento en las tarifas cuando el servicio falla radicalmente. …debe enviarse una señal clara al ICE de que cuando el servicio falla no se pueden aceptar los incrementos”.  El Lic. Giovanni Bonilla, vocero del ICE, en La Nación del 25/04/2007, declaraba en consecuencia: “Si no hay aumento de tarifas puede ser que tengamos nuevos cortes en el sistema eléctrico”. 

Ninguna de las dos declaraciones puede ser de recibo, pues es imposible que dos entidades con la enorme responsabilidad que les exigen sus estatutos, se comporten con tal inmadurez –la primera amenazando con no subir las tarifas solo porque se presentó un racionamiento, y la otra amenazando con más apagones si no se autoriza dicho aumento- cosas que no podrían hacer, aun si administraran negocios privados, pues son responsables de un “servicio público”. Tales declaraciones no reflejan la seriedad, la madurez y la responsabilidad de entidades que tienen una misión histórica y estratégica que cumplir.


Capítulo Quinto: 
El ICE





El ICE debe conservarse como Institución

En La República del 19/04/2007, bajo el título El ICE debe tomarse como una empresa, el Presidente Ejecutivo del ICE, Ing. Pedro Pablo Quirós, hace una serie de manifestaciones sobre el futuro de la Institución, algunas de las cuales paso a analizar. 

Dice el Sr. Quirós que es un mito que el ICE sea un monopolio, que se necesita desamarrarlo para que funcione, que no hay intervención política en su administración, que puede beneficiarse muchísimo de la apertura del mercado, y que incluso podría obtener ganancias. Respecto a la capacitación, comenta que vino a menos hace unos años y afirma además que la contabilidad de costos, que apenas inicia, nos ha hecho crecer un 20% y hemos ahorrado otro 20%. Finalmente asegura: “Aquí ha habido una prédica de que el subsidio que da el ICE es del 9%, pero eso no es así, lo que hay es una subvención, que es distinto”.

Aceptar que hay otros operadores de telecomunicaciones, para que el monopolio sea un mito, lo único que demuestra es la incapacidad del mismo ICE, del Ente Regulador, del Ente Rector y del país en general, para hacer respetar la Constitución y las leyes, pues por ley no pueden en este país –mientras no se apruebe otra ley que así lo permita- existir más que los dos operadores hoy autorizados: el ICE y Racsa. 

Desamarrar al ICE no solo es una necesidad, sino que sería justo buscar y enjuiciar a los responsables de haberlo amarrado. El crimen lo han cometido no contra el ICE, sino contra los usuarios, que se han visto afectados en el servicio. Negar, por otra parte, la intervención política en el ICE (y en las demás instituciones) es tratar de esconder el sol con un dedo. Por Ley, (No. 4646 y 5507), los políticos se han asegurado un absoluto control, no solo a través del nombramiento de las Presidencias Ejecutivas, sino de los Consejos Directivos. 

Que el ICE podría beneficiarse de la apertura y hasta obtener ganancias, ¡que verdad más absoluta! Imagino los anuncios, similares a los de los Bancos del Estado, después de la apertura: “ICE obtiene 50 mil millones de colones de ganancias, 10 mil más que el año anterior”. La única condición es que, para eso, es necesario convertir el SERVICIO PÚBLICO en MERCANCÍA, como lo hicieron con el crédito. El costarricense se vería obligado (al igual que hoy paga intereses mucho más altos, en la banca estatal o privada), a pagar las tarifas de don Carlos Slim, 4 o más veces más caras que las actuales del ICE, para que el pobrecillo Slim pueda seguir alejándose aun más de los demás ricos del mundo.

Sobre la capacitación, totalmente de acuerdo: la comenzó a desmantelar el hoy Ministro Rector, cuando fue Presidente Ejecutivo del ICE. El mismo que también quiere hoy desmantelar nuestro Modelo Solidario a través de un proyecto de Ley General de Telecomunicaciones, al que el Sr. Quirós también aportó profusamente. En estos días la situación hoy no es muy diferente, pues precisamente para el 23 y 24 de abril del 2007 se tenía programado en Costa Rica un seminario latinoamericano, patrocinado por la AHCIET, el cual fue cancelado unilateralmente por la Presidencia Ejecutiva del ICE, sin ninguna explicación, a días del evento. 

El hecho, histórico, que la Institución haya crecido un 20%, además de haber ahorrado otro 20% (supongo que del presupuesto), solo por el hecho de haber iniciado una contabilidad de costos, ¡infartaría al mismo Samuelson!

Finalmente, confieso que tuve que recurrir al diccionario para buscar la diferencia entre “subsidio” y “subvención”. Según el mío, subsidio es “Socorro, ayuda o auxilio extraordinario” y subvención es  “Auxilio a alguno o a alguna cosa”.

Reestructuración, Modernización y Fortalecimiento del ICE

Estos son los principales argumentos que utilizan los promotores del TLC para justificar la apertura de las telecomunicaciones, pues según ellos, una vez hecho eso, el ICE podría competir y las tarifas bajarían, consecuencia de la competencia. 

Con esa visión, se han tomando decisiones como las siguientes:

1.- Se emitió el Decreto 33401-MP-Minae-H-Mideplan, que le dio al ICE alguna libertad financiera y le permitió nombrar en plaza fija a más de 1.000 empleados que mantuvo por años como “ocasionales”. Esta es la mejor prueba de que SÍ se puede devolver autonomía al ICE, si tan solo existe voluntad política; lo contrario ha sido la norma en los últimos 20 años.     

2.- Se hace una reestructuración de la Subgerencia de Telecomunicaciones y se nombran a “dedo” 3 nuevos Jefes de División (Redes, Servicios y Clientes). Esta reestructuración vino a enmendar un error de 1996, cuando se dividió Telecomunicaciones en 6 Unidades Estratégicas de Negocios, pequeñas empresas orientadas a distintos segmento del mercado; provocando que algunas de ellas duplicaran esfuerzos, tal y como todavía sucede entre el ICE y su subsidiaria Racsa. 

3.- La Nación del 17/01/07 da cuenta de cambios de jefaturas que se ha venido dando en la Institución, sin respetar lo que el Dr. Leonardo Garnier, Ministro de Educación, exige para nombrar a 7.000 educadores (concursos de antecedentes, que valoren aspectos académicos, experiencia, perfil del puesto y habilidades del candidato, en contraste con lo que le reclaman los mandos medios de ese Ministerio: que sean liberacionistas
). Se acusa, además, a la administración superior del ICE de irrespetar el debido proceso y de nombrar a personas cuestionadas aun por la Auditoría Interna. Algunos de los que han sido removidos arbitrariamente de sus puestos han recurrido a la Sala Constitucional y han sido reinstalados. Sin embargo, la mayoría nada dice, atemorizados por una política de persecución desatada en contra de cualquiera que se oponga, para poder llevar adelante estos procesos oscuros.  
4.- Se nombró al Sr. Johnny Campos como Subgerente de Seguridad, quien renunció tras solo 11 días de ejercicio. Según La Nación del 17/01/2007, “Justifica el Sr. Campos su renuncia en que… el Instituto lo que pretendía era que tuviera una actuación dura frente a eventuales problemas de orden sindical”. El Sr. Campos, con entrenamiento militar (fue Viceministro de Seguridad en el gobierno de Luís Alberto Monge), era la persona idónea para que limitara la libertad de movimiento de los trabajadores -si hubiera aceptado permanecer en el puesto-. Con él, el gobierno esperaría controlar las inminentes manifestaciones populares, ante una potencial aprobación del TLC o los proyecto de ley asociados.    

5.- El Sr. Campos ocupó por unos días una de las 4 Subgerencias (Administrativa, Corporativa, Finanzas y Seguridad) en que fue transformada la anterior Subgerencia de Administración, en lo que más parece una “piñata” que una reestructuración.  

6.- Se eliminó a los sindicatos la posibilidad de continuar utilizando el correo electrónico para comunicarse con sus afiliados, la cual fue re-establecida ante una ola de protestas. Se intentaba de esa forma coartar la libertad de información y comunicación. Tales manifestaciones antidemocráticas se dan en todas las instancias de poder de este gobierno, propias de un régimen despótico e intolerante, a quien no le interesa enfrentar con ideas las transformaciones que pretende llevar a cabo.  

El Presidente Ejecutivo del ICE, en un mensaje a los trabajadores, el 17/01/2007, manifiesta que todos estos cambios se hacen “respetuoso de la mejor herencia de nuestros padres fundadores”, en provecho de “los intereses del pueblo costarricense”.

Voluntad política, ¿para qué?

Según el Decreto Ejecutivo No. 33619-MP-MIDEPLAN, del 20 de febrero del 2007, se exime al ICE y al INS de los Decretos No.: 31708, 31710-H, 32268-H, 32270-H, 32858-H, 32973-H, 32975-H, Artículo 9 del 31675-H, 30803-H, 32452, 23323-PLAN, 32975-H, relacionados con “financiamiento”, y “lineamientos en materia presupuestaria y endeudamientos” de las entidades públicas. Se les exime de los Decretos No.: 31709-H, 31711-H, 32267-H, 32269-H, 32974-H, 32976-H, 23323-PLAN y la Directriz No. 0006-MP-PLAN, relacionados con “materia de recursos humanos y reorganización institucional”. De igual forma se les exime, en los mismos Decretos, de los Nos. 33646-H y 33647-H para el año 2008.

Estos 21 decretos, de 1994 a la fecha, son una muestra de las ataduras que se han impuesto a las instituciones y que limitan su ejecución y su eficiencia; y si de leyes se trata, posiblemente el número de ellas, que igualmente las maniatan o  cercenan sus capacidades, sea similar. Sobra recordar que por su naturaleza están sujetas al principio de legalidad: solo pueden hacer lo que la ley les autoriza, mientras que un privado puede hacer lo que la ley no le prohíbe.  

El ICE lleva a cabo su gran obra -este país era el más atrasado en materia de energía eléctrica a principios de los 50 y en telecomunicaciones a principios de los 60, y el ICE lo convirtió en el más adelantado en ambos campos- en menos de medio siglo, pues ya para el 2000 el país se posicionaba como el de mayor desarrollo y cobertura en ambos servicios en Latinoamérica. Lo extraordinario es que a pesar del embate de los políticos, en su mayoría neoliberales, durante más de 25 años, se mantenga casi incólume. ¡Interesante fenómeno a analizar por filósofos, historiadores y sociólogos! 

Las mismas presiones para privatizar y/o abrir los mercados se aplicaron en todos los países latinoamericanos (Programas de Ajuste Estructural -PAE-, 1980, Consenso de Washington, 1990). Todos ellos, en mayor o menor grado sucumbieron, abriendo mercados, vendiendo y en algunos casos casi regalando el patrimonio construido por sus pueblos, durante décadas. 

En Costa Rica se instituyeron las Juntas Directivas, Ley No. 4646 de 1970 (que les permiten a los partidos políticos tradicionales alternarse en la dirección de la empresa), las Presidencias Ejecutivas, Ley No.  5507 de 1974 (que sustituyó la administración técnica por una de corte político), la Autoridad Presupuestaria, Ley No. 6821 de 1982, para el control del gasto y la inversión, que junto a muchas leyes más, y decretos, garantizan el control político en cada institución.

La excepción del ICE de aquellos 21 Decretos (ninguna ley) es una muestra de que lo único que ha faltado para tener una institución más eficiente es voluntad política, la que sobró en el resto de los países latinoamericanos para -y finalmente logró- deshacerse de las empresas del Estado. 

Pero no nos engañemos. El “fortalecimiento del ICE que pretende este Decreto, que lo exime de tantas ataduras, lleva en su génesis su propio Apocalipsis. Se da a cambio de la aprobación del Proyectos de Ley General de Telecomunicaciones, que no haría más que “legalizar” la entrega de los mercados nacionales a las transnacionales, para evitar otro capítulo “Millicom” en nuestra historia patria. 
De aprobarse tal proyecto, unos pocos se verían favorecidos o favorecerían a algún “Carlos Slim”. El pueblo, como siempre, ¡pagaría los platos rotos!

Los costos del cambio tecnológico

A principios de los 80, en un curso sobre tecnologías digitales (para entonces tecnología de punta), patrocinado por el gobierno sueco para países en desarrollo, varios ingenieros becados compartíamos experiencias de nuestros propios países. Sorprendió a la mayoría que Kuwait estaba “botando” las centrales electromecánicas, para sustituirlas por centrales de “programa almacenado”. Los demás, boquiabiertos, no lográbamos comprender cómo un país podía darse tal lujo, por más petróleo que tuviera. En Costa Rica, la última central electromecánica se desechó en el 2005. Utilizamos tales equipos durante 25 años más que los kuwaitíes, sin que el 99% de ellos y de los costarricenses se percataran del cambio.

Según declaraciones del Presidente Ejecutivo del ICE, Ing. Pedro Pablo Quirós, en La Nación del 24/01/2007,

“Los 549.000 usuarios del servicio celular de la tecnología TDMA deberán cambiar sus teléfonos dentro de dos años. Estos abonados deberán migrar a una tecnología más moderna, que el ICE pretende adquirir, conocida como Tercera Gene-ración o 3G”.
Hay circunstancias que justifican tales cambios, por ejemplo, cuando el país desechó la primera central celular Plexys. El ICE se vio obligado a adquirir este equipo -totalmente limitado- ante la negativa del entonces Ministro de Planificación Nacional, Lic. Carlos Vargas Pagán, para que el ICE invirtiera en ese servicio, por considerarlo “un lujo”. Sin embargo, fue con esa central, adquirida para aplicaciones rurales, con la que el ICE se hizo cargo de los usuarios de Millicom, cuando el 02/05/95 debió cerrar sus operaciones en el país. 

En otros casos, como el de las centrales celulares con tecnología APMS, debieron complementarse con un equipo que costó más de 4 millones de dólares, para garantizar que los usuarios no fueran víctimas del fraude de “clonación”; ese equipo pudo haberse mantenido en operación hasta el 2005, pues todavía para entonces operaban equipos similares en algunos países. Sin embargo, en una decisión un tanto arbitraria, fueron desechados los sistemas y obligados miles de usuarios a cambiar de aparato, en el año 2002.

Hoy, de nuevo, se anuncia que se desecharán 549 mil líneas con tecnología TDMA, cuando las proyecciones son que todavía para el año 2010 se mantendrán en operación en el mundo. Sin demérito de que se adquiera tecnología 3G, no se justifica que un país como el nuestro deseche esos equipos. Una “transición inteligente” establece redes superpuestas, que garanticen interoperabilidad, de modo que se aprovechen por algunos años más esas inversiones millonarias. Esta estrategia permite no sacrificar a los usuarios que requieren servicios con mayor velocidad y ancho de banda, que de una mejor forma obtendrán tecnología de punta. Pero, poniendo los “pies en la tierra”, deberíamos tener presente que tales demandas no proceden sino de un bajo porcentaje de los usuarios; el resto, lo único que percibirían con AMPS, TDMA, GSM o 3G, es que se les obligue a cambiar de aparato.    

Sustituir 549 mil líneas celulares hoy costaría más de 100 millones de dólares, que el país podría invertir en necesidades más urgentes. La única justificación lógica para adelantar tales inversiones es que sea necesario para enfrentar la “competencia”, ante una eventual “apertura”, en cuyo caso constituiría esta decisión, una vez más, otro gasto millonario e innecesario, al que nos veríamos obligados los costarricenses,  de aprobarse el TLC.
¿Se cierra un ciclo en el ICE?

“Carlos Obregón cierra un ciclo en el ICE y ahora se requiere un cambio”, así justificó el Presidente Ejecutivo, Ing. Pedro Pablo Quirós, La Nación del 2/08/2007, la decisión de no renovarle el nombramiento como Subgerente del Sector de Energía, con lo cual el ICE perdió a este extraordinario profesional. 

El Ing. Obregón tiene más de 35 años aportando sus conocimientos en ingeniería, pero mucho más importante, su liderazgo y sus profundas convicciones patrióticas en defensa de una Institución que provee servicios al costo y solidarios. 

El ICE -junto con la CCSS- representa las más fieles tradiciones de desarrollo en beneficio de todo un pueblo, asegurando una mayor equidad y reparto de la riqueza. Tales principios, pilares fundamentales de nuestra democracia -más que centenaria- han dado sus frutos: un país de paz y libertad.

En un correo a todos los funcionarios del ICE, el Presidente Ejecutivo, despidiendo al Subgerente, expresó:

“No cabe duda de que don Carlos Obregón deja una escuela en esta institución. Miles de trabajadores confirman a lo largo y ancho del territorio nacional el estilo claro y disciplinado, su profesionalismo, el liderazgo y su indudable vocación de servidor público… Los grandes ejecutivos, como Carlos Obregón, tienen como denominador común algo de lo anterior, esto es, el reflejo del liderazgo. La fuerza y la convicción inspiran a muchos otros en el anhelo de alcanzar elevadas y nobles causas. Muchos de esos grandes ejecutivos han sido verdaderos pioneros, enseñando a los demás no solo con su ejemplo, sino también con sus palabras”.  

Podría alguien imaginar entonces ¿cómo una persona con tales cualidades personales y profesionales pueda ser un obstáculo para alcanzar nuevos objetivos en el ICE? Es imposible entenderlo excepto que –claro- estos choquen de frente con los ideales del Ing. Obregón.

Don Carlos llegó a la Subgerencia de Energía en 1994. Para entonces el ICE producía 1045 MW, hoy produce 2140. Gracias a su visión y al esfuerzo de los más de cinco mil funcionarios del sector, este país, a pesar de las limitaciones gubernamentales a las inversiones durante los últimos 25 años, ha logrado suplir la demanda, aunque para ello se haya requerido de varias huelgas de sus trabajadores. Hoy, no pocos países latinoamericanos -incluso ciudades como Barcelona en España, a finales del pasado mes de julio- sufren apagones de varios días, que afectan a cientos de miles de usuarios. 

Y es que esos países adoptaron el modelo de desarrollo de libre mercado, impulsado por entidades como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, que equivocados -reconocen hoy-, obligaron a procesos de privatización y desregulación de los servicios, hasta que tales doctrinas fueron denunciadas por sus propios exfuncionarios, como lo ha hecho el economista Joseph Stiglitz. 
En esos mercados, el primordial interés de las empresas generadoras -transnacionales en su mayoría- es el lucro, por lo que los proyectos de largo plazo, como los hidroeléctricos, que requieren de seis o más años para su construcción (además de otros seis para la planificación, los estudios geológicos e hidrológicos y los diseños), no son atractivos. En cambio, pueden optar por alternativas como la generación a base de petróleo, que solo requiere de la compra de un generador para comenzar a producir energía –léase utilidades- en pocos meses, aunque las tarifas deban subir muchas veces, lo cual no les preocupa, pues sencillamente transfieren los costos a los usuarios.

En contraste, una planificación centralizada –estatal- y la categorización del servicio como “público”, indispensable en nuestra sociedad actual, no solo ha dado como fruto una de las más bajas tarifas del continente, sino la energía más limpia y amigable con el ambiente, producida a base de agua, viento y geotermia. 

El ciclo a que se refiere el Ing. Quirós no se cierra con el Ing. Obregón. Inició hace 25 años y representa para el Estado y para el ICE un cambio del modelo de desarrollo y se origina en las exigencias del Banco Mundial: 

1) Separación de los Sectores del ICE (Energía y Telecomunicaciones). 

2) Venta de los activos del Estado: CODESA
 y sus empresas, Bancos, playas, etc. 

3) Rompimiento de los monopolios de los servicios públicos.

En una nueva etapa de ese mismo ciclo, bajo los designios del actual Jerarca del Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), Dr. Roberto Dobles como Presidente Ejecutivo, el ICE se organizó en 1996 en unidades estratégicas de “negocios”, y apuntó hacia la “competitividad” y la “desregulación”. 

En el año 2000, a pesar de que el pueblo rescató al ICE del Combo, sí logró el gobierno, en el Sector de Telecomunicaciones, quitar de en medio a aquellos que como don Carlos Obregón defendían al ICE, se intensificaron las intervenciones políticas, comenzaron los Planes de Contingencia
, las compras con “premios”
 y los negocios de los “Lobos”
 y de los “Bravos”
. 

Ahora toca el turno al Sector Eléctrico. Posiblemente harán un concurso internacional amañado, para “escoger” un nuevo Subgerente, como lo hicieron en Telecomunica-ciones; reactivarán los contratos con los generadores privados y entregarán los proyectos del ICE a las transnacionales. 

La última fase del ciclo -siguiendo la receta neoliberal impuesta al resto de los países del continente- se aplicaría también en Costa Rica: 

1) Terminar de desprestigiar a las instituciones. Ya lo han hecho por 10 ó más años. 

2) Abrir los mercados, ya incluido en el TLC. 

3) Separar de las instituciones técnicas la planificación y la administración de los recursos del Estado, para asignarlas a entes políticos, incluido también en los proyectos de la Agenda de Implementación del TLC. 

Tiene razón el Sr. Quirós, no en que Obregón cierre un ciclo, sino en que para cerrarlo debe haber cambios: 

1) Cambios en las jefaturas y los funcionarios que todavía defienden el actual modelo, en proceso desde hace meses.
2) Cambios del marco legal (considerados en los proyectos de ley de Implementación del TLC), y en consecuencia tendremos: 

3) Cambio de los propietarios del negocio –de estatales a privados- y 
4) Cambio en la composición de los clientes de los servicios -los pobres simplemente ya no tendrán derecho a los mismos, para entonces convertidos en mercancías-.


Conclusión

En el Referéndum del próximo 7 de octubre del 2007, se decidirá la aprobación o no del TLC. Este tratado cambiaría radicalmente nuestro país, de ser aprobado. Por eso no es razonable que por ignorancia o desinformación tomemos una decisión que pudiera perjudicar el país y el futuro de todos los costarricenses. Pero debemos tener conciencia de que, si bien vivimos en un mundo en donde abunda la información, también la desinformación (información engañosa o falaz), por lo que es fácil ser manipulados. 

La pasividad y desidia del costarricense permiten que se cometan -en muchos casos- no pocas injusticias. Y es que el hastío causado por la corrupción y el engaño de quienes nos han gobernado en las últimas dos décadas ha provocado, en la mayoría de los ciudadanos honestos, desinterés por las decisiones políticas del país, al grado de que terminan permitiendo, por omisión o indiferencia, que las tomen aquellos a quienes precisamente dejan el camino libre para que decidan por los demás –lo que harán invariablemente en función de sus propios intereses-.    

Los últimos gobernantes han desechado todos aquellos principios sociales, democráticos o cristianos que dieron origen a sus propios partidos, principios en los que se inspiraron sus fundadores para construir una patria diferente en este continente. Hoy no quedan de tales partidos sino maquinarias electorales que aspiran cada cuatro años a continuar en su lucha por despojar al pueblo de los servicios públicos que todavía le quedan, y de las riquezas y recursos del país.

La ambición y las ansias de poder de quienes así actúan en el mundo, imbuidos del capitalismo salvaje que aspira a poseerlo todo, han logrado en muchas latitudes lo que no lograra ni siquiera el comunismo: que todos fueran igualados. Hoy como nunca es tal la concentración del capital, que han convertido pueblos enteros en masas de proletarios. Y en ese afán de poseerlo todo, procuran nuevas leyes que los favorezcan y mecanismos que reduzcan los beneficios a los trabajadores, con la excusa de que es necesario bajar costos para ser más competitivos en los mercados internacionales. Pero las empresas nunca sacrificarán sus ganancias; exigirán a cambio que los trabajadores acepten menos garantías y peores condiciones laborales, disfrazadas de “mayor estabilidad” y “flexibilidad”, por ejemplo, bajo la amenaza de que de lo contrario emigrarían a otras latitudes.

No podemos negar la importancia del comercio. Sin embargo, no por ello debemos aceptar imposiciones en razón de ser un país más pequeño, ni amenazas como las que fueron necesarias para que el Presidente de la República aprobara las aperturas del ICE y el INS, ni cambiar una ley federal -como la de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe- por una ley de menor rango (por debajo de las leyes estatales), como lo es este TLC en los Estados Unidos. 
No es ético ni moral que un país desconozca nuestras riquezas marinas, nos trate como iguales existiendo gigantescas asimetrías, nos exija eliminar subsidios mientras ellos otorgan millonarias ayudas a sus agricultores, nos obligue a eliminar nuestros monopolios cuando, en cambio, exigen que nuestro Estado se convierta en el guardián de los suyos -a través de las patentes, por 20 ó 25 años-, nos imponga desechar nuestra legislación para que otros nos impartan justicia -a través de arbitrajes internacionales-, y nos obligue a abrir a la competencia aquellos que hoy constituyen servicios públicos. Servicios que serían sometidos a las fuerzas del mercado, alejándolos de los principios de bien común y de solidaridad -sobre los cuales hoy se suministran- para convertirlos en objeto de ganancias desproporcionadas de las empresas, tal y como lo han hecho en los demás países del continente.  

Debemos exigir de todos aquellos en puestos de elección popular –presidente, vicepresidentes, diputados, alcaldes y munícipes- respeto a los más sagrados principios de bienestar social, reparto de la riqueza y solidaridad, expresamente recogidos en nuestra Constitución Política, la que han jurado defender. El pueblo los eligió para resguardar los intereses de las mayorías, no para obedecer los dictados del partido; tampoco para aprobar sin análisis ni discusión proyectos complementarios o alternativos al TLC, como lo serían los de la Agenda de Implementación o Paralela. Plegarse a las órdenes del gran capital por temor al ostracismo, al qué dirán o a ser separados del partido, solo reflejaría la falta de criterio propio, de madurez y de carácter de quienes así actúen, pues anteponen sus temores y sus intereses a los del pueblo, a los de aquellos miles de costarricenses que confiaron en ellos, por lo que constituiría la más vil de las traiciones. 

Debemos exigir de todo empresario justicia. Sin renunciar a sus legítimos derechos de obtener una utilidad razonable por sus actividades económicas, tendrán a cambio el derecho a vivir en un país seguro, de justicia, paz y libertad. No sucede así en muchos otros, en donde la inseguridad y el temor, ante la ostentación y los excesos de unos pocos que se han apoderado de sus países, los llevan a abandonar sus hogares y los seres que aman para buscar refugio en otras latitudes.

Debemos exigir de los líderes comunales y espirituales responsabilidad para con la Patria. Es su obligación moral y ética conducir a este pueblo por mejores senderos. Es su deber irrenunciable, en momentos tan críticos como los que vivirá este país el próximo 7 de octubre, actuar racionalmente, con valentía y honestidad, para que podamos tomar decisiones correctas, desinteresadas y transparentes.  

Este país no debe ceder en los logros alcanzados durante décadas, en educación, salud y demás servicios para el bienestar del pueblo. Este es el único país de Latinoamérica –posiblemente- a donde llegan más extranjeros que los nacionales que lo dejan. En países hermanos, como El Salvador o México -por el contrario-, el principal rubro de exportación es su mano de obra, pues son las remesas que envían sus compatriotas las que constituyen la principal fuente de ingresos. Con razón el Dr. Mesa Lago recomienda al Continente latinoamericano seguir el modelo de desarrollo costarricense.

Epílogo

Delgado, lleno de energía, con la dulzura del buen padre y abuelo, y el pensamiento firme y ordenado del ingeniero eléctrico, este costarricense libre, crítico y objetivo representa lo mejor de nuestra nacionalidad, sin poses vanidosas de togas ni birretes, y sin las ambiciones personales que corroen a tantos de nuestros mejores profesionales y técnicos nacionales. Contempla el desarrollo acelerado de la tecnología moderna con ojos de tecnólogo, y mide su impacto en nuestro país y sus factores sociales y económicos con la aguda mirada de un científico social.

Este brillante ingeniero eléctrico graduado de la UCR ha puesto su talento y honestidad al servicio del Sector de Telecomunicaciones del ICE desde 1974, y desde el año 2004 ya publica sus ideas y análisis en torno al TLC. Desde entonces no ha descansado en su difícil misión de mirar el tratado con ojos incisivos, señalando sus aspectos positivos y razonables, sus excesos y consecuencias perjudiciales. 

Su más reciente y profundo libro El Estado Solidario frente a la Globalización. Debate sobre el TLC y el ICE, logra hacer un análisis crítico de los procesos de nuevas relaciones comerciales internacionales llamadas “globalización”, a partir del estudio cuidadoso del caso del ICE en el contexto del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos. 

Su trabajo demuestra que el único método válido para comprender la implicaciones técnicas, económicas, institucionales, legales y administrativas del acuerdo en los servicios de telecomunicaciones, tan vitales para el desarrollo y buen funcionamiento de nuestra sociedad, es hacer una radiografía radical de los complejos fenómenos de la globalización, que van más allá del mero comercio internacional, y a la luz de esa visión, buscar en la anatomía y la fisiología del TLC los elementos perniciosos para el sector de telecomunicaciones.
Nuestro modelo de empresas del Estado, que prestan servicios en monopolio regulado, operan al costo y subsidian a quienes no pueden pagar el valor del servicio, ha puesto al ICE al servicio de los más pobres, y ahora quiere transformar el modelo para ponerlo al servicio del enriquecimiento de los más ricos. Se pretende mediante una Ley General de Telecomunicaciones hacer una apertura selectiva, referida solamente a los servicios rentables del ICE. Las empresas revendedoras de acceso a Internet son simples intermediarios que agregan poco al producto final, pero sí permite a muy pocos obtener excesivas ganancias y especular con los precios.

Fumero demuestra que los servicios de electricidad y telecomunicaciones del ICE, a pesar de ser socialmente solidarios, son económicamente exitosos y sostenibles. No es por ser empresa fracasada que quieren abrirla súbitamente al mercado. 
Nos recuerda que “en el proceso de integración europeo, los países menos desarrollados recibieron miles de millones de dólares en fondos no reembolsables para nivelar su desarrollo y competitividad, de tal modo que lograran en una buena medida equiparar su estándar del vida con el resto de los países mas desarrollados y adquirir la condiciones mínimas necesarias para hacer frente a las consecuencias de una apertura de sus mercados. Ese esquema solidario les permitió obtener la fortaleza como bloque, que hoy facilita una mayor apertura de sus mercados y una mayor competitividad, sin dejar de lado la defensa, al igual que Estados Unidos, de su seguridad alimentaria y su soberanía”.

El análisis de los efectos que una apertura como la negociada en el TLC tendría sobre las tarifas de los servicios públicos y el riesgo de que los costarricenses se vean privados de tales servicios es una obra maestra de objetividad, profundidad y claridad de pensamiento. No cabe duda que el ingeniero Fumero ha cumplido a cabalidad el consejo del libro de los Proverbios:

“Levanta la voz por los que no tienen voz, 

defiende los derechos de los desposeídos, 

levanta la voz y hazles justicia, 

defiende a los pobres y necesitados”.

Dr. Francisco Escobar

La Prensa Libre

2 de febrero del 2007
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Por Minuto 

adicional

Costa Rica 5,60,06

El Salvador 150,35

Guatemala* 110,1

Honduras 150,25

Nicaragua 250,42

Panamá**110,18
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Tarifa USD$

 1


























































































































































































































País                   Costo/mes      Min.     Costo/Min.


Uruguay              4.90              50            0.0293


Brasil                   6.57            400            0.0063


Argentina             4.55               0            0.0079


Colombia             3.18                0            0.0283


México               14.25            350            0.1347


Panamá               5.50                0             0.0200


Venezuela            6.81              50            0.0208


Ecuador               6.20            150            0.0100


El Salvador          6.31            300            0.0178


Perú                    14.10             60             0.0225


Guatemala           4.98           200             0.0226


Chile                     8.60               0             0.0322


Costa Rica           4.00           150             0.0060





Fuente: 	TELCORDIA, Curso Tendencias en Telecomunicaciones, San José, Costa Rica, Sept 5, 2005  
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Centroamérica�Tarifas móviles 2006�Fuente: Reguladores y operadores
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� North American Free Trade Agreement. Tratado de Libre Comercio entre Canadá, Estados Unidos y México.


� Río que sirve, en una buena parte de límite fronterizo entre Costa Rica y Nicaragua. 


� Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.


� Dr. Abel Pacheco de la Espriella.


� Ministerio de Comercio Exterior.


� Se denominó “Combo” al conjunto de tres proyectos de ley: Ley General de Telecomunicaciones, Ley General de Electricidad y Ley de Fortalecimiento del ICE, que fueron aprobados durante el gobierno neoliberal del Dr. Miguel Ángel Rodríguez, en el año 2000, en lo que podría llamarse el “segundo Combo”. Este fue finalmente aprobado por una mayoría de diputados en la Asamblea Legislativa, pero se desataron tales manifestaciones populares en su contra, en todo el país, que el gobierno debió desistir y luego la Sala Constitucional lo declaró inconstitucional. El primer Combo llegó a la Asamblea Legislativa una administración anterior, pero apenas si se comenzó a discutir.


� Compañía Nacional de Fuerza y Luz S. A., subsidiaria del ICE. Tiene a cargo básicamente la distribución de la energía eléctrica en la ciudad capital. El resto de las posterías es propiedad del ICE o de cooperativas eléctricas, que prestan sus servicios en zonas principalmente rurales.


� En el proyecto de Ley de Fortalecimiento de las Instituciones relacionadas con el Sector de Telecomunicaciones, se había designado la ARESEP como administrador. Sin embargo, en la última versión se le asigna esa responsabilidad al Ministerio de Energía y Ambiente (MINAE). 


� El primer gobierno del Dr. Oscar Arias Sánchez le otorgó una concesión para operar la telefonía celular en Costa Rica, al amparo de la Ley de Radio y Televisión, por lo que la Sala Constitucional le ordenó suspender sus operaciones algunos años después. Esa Ley, la No. 1758, solo tiene la potestad de otorgar concesiones para radio o televisión.


� Caja Costarricense de Seguro Social, que garantiza servicio de atención médica completo a todo costarricense.


� La Ley 7200 (y sus reformas), aprobada por interés personalista del expresidente José María Figueres Olsen, abre el mercado a la generación eléctrica de los privados, hasta en un 30%. Garantiza que todos los concesionarios de las fuentes hídricas, para la generación de esa energía, podrán entregarla al ICE, quien tiene la obligación de adquirirla y a precios de privilegio (tres veces el costo del ICE), indexados y en dólares. El mayor productor de tal energía son las empresas en las que participa el Sr. Figueres. 


� Siglas para denominar la conjunción de los dos partidos políticos tradicionales: Liberación Nacional (PLN) y Unidad Social Cristiana (PUSC).





� Cementos del Pacífico S. A.


� Fertilizantes de Centroamérica S. A.


� Empresa concesionaria de los servicios del aeropuerto internacional.


� Empresa concesionaria de los servicios de revisión técnica de los vehículos.


� Partidarios de Liberación Nacional, partido en el poder.


� Corporación Costarricense de Desarrollo S. A.


� Luego del fracaso del Combo, el gobierno, ante el retraso en las inversiones en telecomunicaciones, que había reservado para los privados, suponiendo que ellos las harían una vez aprobada la apertura, se vio obligado a establecer un Plan de Contingencia, para tratar de recuperar los dos años en que dejó de invertir. 


� Durante la administración del Dr. Miguel Ángel Rodríguez, la firma Alcatel repartió 15 millones de dólares en sobornos, entre varios políticos, incluido -supuestamente- el Sr. Presidente, para lograr la adjudicación de varias procesos licitatorios de centrales telefónicas, a lo que alguno de los miembros de la Junta Directiva del ICE, que recibió uno de ellos, calificó como “premios”.


� Uno de los miembros de la Junta Directiva que aceptó haber recibido tales “premios”, es el Lic. José Antonio Lobo.


� Otro de los directivos involucrados es el Sr. Hernán Bravo. El tercero es el Sr. Joaquín Alberto Fernández. 
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